SEMINARIO DE DERECHO LOCAL

INFORME EN MATERIA DE ORDENACION DEL TERRITORIO, URBANISMO Y VIVIENDA

Mª Josefa Aguado Orta.

Letrada de Servicios Jurídicos de la Asesoría Jurídica del Ayuntamiento de Zaragoza.

Fecha: 5 de febrero de 2015.

SUMARIO:

I. NOVEDADES NORMATIVAS. 

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

A) PAÍS VASCO

- Decreto 226/2014, de 9 de diciembre, de certificación de la eficiencia energética de los edificios (BOPV núm. 241, de 18 de diciembre)

B) CATALUÑA

- Ley 13/2014, de 30 de octubre, de accesibilidad (DOGC núm. 6742, de 4 de noviembre)

D) ANDALUCÍA

- Decreto 171/2014, de 9 de diciembre, por el que se regula el Observatorio de la Vivienda de Andalucía. (BOJA núm. 247, de 19 de diciembre).

J) ARAGÓN

- Decreto 167/2014, de 21 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural de Los Valles Occidentales (BOA núm. 215, de 3 de noviembre).

- Decreto 168/2014, de 21 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural de Posets-Maladeta (BOA núm. 215, de 3 de noviembre)

- Decreto 177/2014, de 4 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural del Moncayo (BOA núm. 225, de 17 de noviembre)

- Ley 10/2014, de 27 de noviembre, de Aguas y Ríos de Aragón. (BOA núm. 241, de 10 de diciembre).

- Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de Prevención y Protección Ambiental de Aragón. (BOA núm. 241, de 10 de diciembre. Corrección de errores BOA núm. 17 de 27 de enero).

- Decreto 202/2014, de 2 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón. (BOA núm. 243, de 12 de diciembre).

- Ley 14/2014, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas de la Comunidad Autónoma de Aragón. (BOA núm. 256, de 31 de diciembre).

M) COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA

- Decreto Foral 108/2014, de 12 de noviembre, por el que se regula el informe de evaluación de los edificios. (BON núm. 225, de 17 de noviembre)

- Orden Foral 89/2014, de 16 de diciembre, del Consejero de Fomento, por la que se establece el Fondo Foral de Vivienda Social. (BON núm. 253, de 30 diciembre)

- Ley Foral 27/2014, de 24 de diciembre, por la que se modifica la Ley Foral 10/2010, de 10 de mayo, del derecho a la vivienda en Navarra, estableciendo los módulos aplicables a las actuaciones protegibles en materia de vivienda y creando el Registro General de Viviendas de Navarra.(BON núm. 254, de 31 de diciembre)

OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS:
F) CANTABRIA

- Ley 4/2014, de 22 de diciembre, del Paisaje (BOCANT EXTRAORDINARIO núm. 67, de 29 de diciembre).

- Ley 5/2014, de 26 de diciembre, de Vivienda Protegida de Cantabria (BOCANT EXTRAORDINARIO núm. 67, de 29 de diciembre).

- Ley 7/2014, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas (BOCANT EXTRAORDINARIO núm. 68, de 30 de diciembre).

G) LA RIOJA

- Ley 7/2014, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas  para el año 2015 (BOR núm. 161, de 29 de diciembre)

I) COMUNIDAD VALENCIANA

- Decreto 1/2015, de 9 de enero, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento de Gestión de la Calidad en Obras de Edificación (DOCV núm. 7440, de 12 de enero). 

K) CASTILLA LA MANCHA

- Ley 8/2014, de 20 de noviembre, por la que se modifica la Ley 2/2010, de 13 de mayo de Comercio de Castilla-La Mancha (DOCM núm. 234, de 3 de diciembre).

L) CANARIAS

- Ley 11/2014, de 26 de diciembre, de Armonización y Simplificación en materia de Protección del Territorio y de los Recursos Naturales (BOC núm. 2, de 5 de enero)

N) EXTREMADURA

- Ley 14/2014, de 9 de diciembre, de accesibilidad universal de Extremadura (DOE núm. 239, de 12 de diciembre)

O) ISLAS BALEARES

- Ley 12/2014, de 16 de diciembre, agraria de las Illes Balears. (BOIB núm. 175, de 22 de diciembre).

P) MADRID

- Ley 6/2013, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas. (BOCM núm. 309, de 30 de diciembre).

Q) CASTILLA Y LEON

- Ley 10/2013, de 16 de diciembre, de medidas urgentes en materia de vivienda. (BOCYL núm. 244, de 20 de diciembre).

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Sentencia 141/2014, de 11 de septiembre, que resuelve los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por el Consejo de Gobierno de Madrid, el Consejo de Gobierno de La Rioja, más de 50 diputados del grupo parlamentario popular del Congreso y el Gobierno de Canarias en relación con diversos preceptos de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo. (BOE núm. 243, de 7 de octubre).

2.- TRIBUNAL SUPREMO

- Sentencia de 1 de octubre de 2014, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que estima un recurso de casación contra una sentencia del TSJ de Galicia que desestimó un recurso contencioso-administrativo contra la aprobación definitiva de unas normas subsidiarias de planeamiento de Rianxo, relativas a la inclusión como suelo dotación público de las casas de ilustres rianxeiros. (ROJ 3969/2014).

- Sentencia de 14 de noviembre de 2014, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que estima un recurso de casación contra una sentencia del TSJ de Castilla y León que desestimó un recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo municipal que denegó la competencia profesional a un ingeniero técnico industrial para la redacción de un estudio de detalle. (ROJ 4761/2014).

- Sentencia de 9 de diciembre de 2014 de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que declara no haber lugar al recurso de casación contra una sentencia del TSJ de Castilla León, que desestimó un recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la aprobación definitiva de la Ordenanza Municipal para la aplicación de la Inspección Técnica de Edificios. (ROJ 5292/2014).

- Sentencia de 12 de diciembre de 2014, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que estima el recurso de casación interpuesto contra una sentencia del TSJ de Andalucía que desestimó un recurso contencioso-administrativo contra el decreto que declara de interés social a efectos de expropiación forzosa, la adquisición de unos terrenos afectados por la inscripción en el Catálogo del Patrimonio Histórico Andaluz del BIC- Zona arqueológica, denominado Madinat Al-Zahra. (ROJ 53494).

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

J) ARAGÓN

- Sentencia nº 467/2014, de 3 de octubre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJA, que desestima los recursos contencioso-administrativos acumulados interpuestos por varios propietarios de VPO contra sendos acuerdos del Gobierno de Aragón que desestimaron recursos de alzada interpuestos contra la resolución del Director General de Vivienda y Rehabilitación relativo a medidas de protección de la legalidad e imposición de multas coercitivas.

- Sentencia nº 627/2014, de 17 de diciembre, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJA, que desestima el recurso contencioso-administrativo nº 506/2011, interpuesto contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Zaragoza de aprobación definitiva de la O. M. de Medios de Intervención. 

III. DOCUMENTOS RELEVANTES

· Recursos de inconstitucionalidad.

· Cuestiones de inconstitucionalidad.

I. NOVEDADES NORMATIVAS.

Se observará en este informe que las novedades normativas en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda publicadas desde noviembre de 2014 a enero de 2015 autonómicas, porque el Estado no ha legislado nada al respecto, son poco relevantes. Son contados los casos en los que se han introducido modificaciones en las leyes autonómicas de ordenación del territorio o urbanísticas. No obstante, sí se aprecia preocupación por paliar los efectos negativos de los desahucios hipotecarios, que han motivado la modificación de la legislación de vivienda en varias Comunidades Autónomas, con el fin de fomentar el alquiler a precios asequibles, aunque por procedimientos diferentes. También han regulado sobre temas de accesibilidad y evaluación de los edificios.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

A) PAÍS VASCO

Lo único reseñable respecto de la normativa dictada por esta Comunidad Autónoma en materia de urbanismo es la aprobación del Decreto 226/2014, de 9 de diciembre, de certificación de la eficiencia energética de los edificios (BOPV núm. 241, de 18 de diciembre), en desarrollo del Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación energética de los edificios, que no tiene ninguna especialidad a destacar.

B) CATALUÑA

- Ley 13/2014, de 30 de octubre, de accesibilidad (DOGC núm. 6742, de 4 de noviembre)

La ley tiene por objeto establecer las condiciones de accesibilidad necesarias para que los espacios de uso público, los edificios, los medios de transporte, los productos, los servicios y los procesos de comunicación garanticen la autonomía, la igualdad de oportunidades y la no discriminación de las personas con discapacidad o con otras dificultades de interacción con el entorno. Vincula a cualquier persona física o jurídica, pública o privada.

En la exposición nos centraremos únicamente en las condiciones de accesibilidad en el territorio y en la edificación.

A) En lo relativo a la accesibilidad en el territorio, distingue según se trate de espacios urbanos de uso público de nueva construcción o existentes y espacios naturales de uso público

La planificación y urbanización de los espacios urbanos de uso público deben garantizar su accesibilidad, mediante el planeamiento general, el planeamiento derivado y los demás instrumentos de ordenación y ejecución urbanísticas, de acuerdo con los criterios establecidos por esta ley y por la correspondiente normativa de desarrollo. El planeamiento urbanístico, los proyectos de urbanización y los proyectos de obras ordinarias incluirán en la memoria del proyecto un apartado justificativo del cumplimiento de las condiciones de accesibilidad, que debe tener en cuenta, en su caso, la vinculación del sector afectado con los sectores limítrofes.

Los espacios urbanos de uso público considerados existentes, las instalaciones de servicios y el mobiliario urbano respectivos, se adaptarán según las determinaciones del plan municipal de accesibilidad elaborado por el ente local y las intervenciones que se realicen en los mismos deben cumplir, en todos los casos, con los ajustes razonables y los plazos establecidos por la ley y por la correspondiente normativa de desarrollo.

Los espacios naturales, allí donde se desarrollen actividades destinadas al uso público, preverán itinerarios peatonales y servicios accesibles, de forma que se combine el respeto al medio ambiente con el derecho a disfrutar de la naturaleza.

B) En lo relativo a la accesibilidad en la edificación, distingue según se trate de edificios de nueva construcción, edificios existentes y edificios con valor histórico-artístico.

Obliga a que los edificios y establecimientos de nueva construcción de uso público, tanto de titularidad pública como privada, dispongan de itinerarios peatonales accesibles que comuniquen los distintos espacios de uso público entre sí y con la vía pública. 

Los edificios de nueva construcción de uso privado de uso distinto al de vivienda dispondrán de itinerarios peatonales accesibles que permitan la conexión de los elementos privativos con la vía pública y con las dependencias de uso comunitario.

Si se trata de edificios de uso de vivienda plurifamiliar dispondrán de itinerarios peatonales accesibles que permitan la conexión entre la vía pública, la entrada a cada vivienda y las dependencias y zonas de uso comunitario. Si se tratase de vivienda unifamiliar de nueva construcción que no dispusiera de un itinerario peatonal accesible que permita la conexión entre la vía pública y la entrada a la vivienda, deberá preverse un espacio suficiente que permita en el futuro la instalación de los productos de apoyo necesarios.

Las actuaciones de gran rehabilitación se consideran a estos efectos como edificios de nueva construcción.

Las viviendas nuevas deben cumplir las condiciones de accesibilidad y de movilidad que establecen las normativas de habitabilidad y de accesibilidad para que las personas con discapacidad puedan usarlas y puedan moverse en ellas.

Además, la ley exige la reserva de un porcentaje de unidades para su ocupación por personas con discapacidad en las programaciones anuales de viviendas de promoción pública, en los proyectos de viviendas de cualquier otro carácter que construyan, promuevan o subvencionen administraciones públicas o entidades del sector público y en las promociones de viviendas de iniciativa privada que se acojan a la calificación de vivienda de protección oficial, excepción hecha de las promovidas por cooperativas o comunidades de propietarios para uso propio.

En el caso de edificios existentes, las condiciones de accesibilidad deben alcanzarse progresivamente. Las actuaciones de reforma o ampliación no pueden menoscabar las condiciones de accesibilidad preexistentes. Cuando para alcanzar la condición de accesibles, las obras de reforma o ampliación requieran medios técnicos o económicos que conlleven una carga desproporcionada, deben ser al menos practicables o, en su caso, permitir soluciones alternativas que permitan la máxima accesibilidad posible.

La ley faculta a los edificios con valor histórico-artístico para adoptar las soluciones alternativas que permitan alcanzar las mejores condiciones de accesibilidad posibles sin incumplir la normativa específica reguladora de dichos bienes y deben incorporar los elementos de mejora del uso que no alteren su carácter o los valores por los que fueron protegidos.

La D. A. 1ª obliga a las administraciones públicas que no tengan plan de accesibilidad a elaborarlo en el plazo de 3 años desde la entrada en vigor de la ley.

La D. A. 2ª obliga a que el planeamiento urbanístico general, así como sus revisiones, incorpore las oportunas determinaciones para posibilitar la instalación de ascensores según la legislación sectorial de aplicación en edificios preexistentes, teniendo en cuenta las condiciones establecidas por la legislación urbanística.

En tanto el PGOU no incluya esas determinaciones, obliga a los ayuntamientos a tramitar en el plazo de dos años desde la entrada en vigor una modificación puntual del PGOU para incorporar esas determinaciones, o en 4 meses desde la presentación a trámite de una solicitud de intervención. 

Finalmente, la D. T. 2ª dispone que los planes, programas y otros instrumentos de planeamiento y las normas, ordenanzas y otras disposiciones de las administraciones públicas de Cataluña que sean objeto de revisión antes de la entrada en vigor de la normativa de desarrollo de esta ley, se adaptarán igualmente a sus exigencias.

D) ANDALUCÍA

- Decreto 171/2014, de 9 de diciembre, por el que se regula el Observatorio de la Vivienda de Andalucía. (BOJA núm. 247, de 19 de diciembre).

Regula la organización y el funcionamiento del Observatorio de la Vivienda de Andalucía como instrumento que facilita la participación y la transferencia de información y conocimiento en materia de vivienda en Andalucía.

Es un órgano colegiado, de carácter consultivo y de participación social adscrito a la Consejería competente en materia de vivienda cuyas funciones más importantes son la de asesorar sobre la planificación de la acción normativa en el ámbito de la vivienda, estudiar y analizar la función social de la vivienda y la realidad social y económica de la misma, realizar un diagnóstico exhaustivo de actualización permanente de la situación de la vivienda, el suelo y la ciudad en Andalucía, contribuir a la rehabilitación sostenible y accesible de viviendas y ciudades, etc.

Integrado por el Consejo y la Dirección Técnica, para el mejor ejercicio de sus funciones, el Observatorio desarrollará su labor a través de cuatro grupos de trabajo distintos:

a) Vivienda: ejercicio del derecho y su función social.

b) Suelo: localización, diagnóstico y planificación.

c) Rehabilitación: hacia un modelo sostenible.

d) Ciudad: espacio residencial y espacio público.

El Decreto faculta al Observatorio de la Vivienda de Andalucía para colaborar con otros observatorios de ámbito autonómico, estatal o internacional que desarrollen labores coincidentes o complementarias.

J) ARAGÓN

- Ley 10/2014, de 27 de noviembre, de Aguas y Ríos de Aragón. (BOA núm. 241, de 10 de diciembre).

Esta ley, que tiene por objeto regular las competencias de la C. A. de Aragón sobre las aguas y los ríos de Aragón, en lo que a la ordenación y el urbanismo afecta merece destacarse el Título IX sobre el dominio público hidráulico.

El Capítulo I de este título diferencia una servidumbre de protección de cauces y una zona de policía. Esta última, delimitada por la legislación estatal de aguas, incluye las zonas donde se concentra preferentemente el flujo de las aguas, y en las que sólo podrán ser autorizadas aquellas actividades no vulnerables frente a las avenidas y que no supongan una reducción significativa de la capacidad de las vías de intenso desagüe.

El Capítulo II se refiere expresamente a la ordenación del territorio y el urbanismo.

Prevé la emisión de informe preceptivo del Instituto Aragonés del Agua “sobre los actos y planes con incidencia en el territorio de las distintas administraciones públicas que afecten o se refieran al régimen y aprovechamiento de las aguas continentales, superficiales o subterráneas, a los perímetros de protección, a las zonas de salvaguarda de las masas de agua subterránea, a las zonas protegidas o a los usos permitidos en terrenos de dominio público hidráulico y en sus zonas de servidumbre y policía, teniendo en cuenta a estos efectos lo previsto en la planificación hidrológica y en las planificaciones sectoriales aprobadas, así como en cuantas actuaciones afecten a los intereses de la Comunidad Autónoma de Aragón en materia de agua”.

También se exige informe preceptivo del IAA en la tramitación de los instrumentos de ordenación del territorio y de planeamiento urbanístico “sobre cualquier aspecto que sea de su competencia y, en todo caso, sobre las infraestructuras de aducción y depuración”, que se solicitará antes de la aprobación de los planes. Tiene carácter determinante y si no se emite en un mes, se entiende favorable. En este informe deberá hacerse un pronunciamiento expreso sobre si los planes respetan los datos del deslinde del dominio público y la delimitación de las zonas de servidumbre y policía y sobre la conformidad de los planes urbanísticos y de ordenación del territorio a los planes de abastecimiento, saneamiento y depuración aprobados. 

Debe pronunciarse expresamente sobre la existencia o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer nuevas demandas de recursos hídricos previstos en los planes o en sus actos de ejecución, y sobre la adecuación del tratamiento de los vertidos a la legislación vigente. Este mismo informe será exigible también a las ordenanzas y actos que aprueben las entidades locales en el ámbito de sus competencias, excepto que sean actos de aplicación de planeamiento que ya haya sido informado para el IAA.

Los instrumentos de ordenación del territorio y de planeamiento urbanístico incorporarán las determinaciones y medidas correctoras que, a requerimiento del IAA, minimicen la alteración de las condiciones hidrológicas de las cuencas de aportación y sus efectos sobre los caudales de avenida. No podrán prever ni autorizar instalación, construcción u obstáculo alguno que altere el régimen de corrientes, en las vías de intenso desagüe.

Remite a desarrollo reglamentario el contenido mínimo en materia de agua que deben recoger los instrumentos de planeamiento urbanístico.

- Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de Prevención y Protección Ambiental de Aragón. (BOA núm. 241, de 10 de diciembre. Corrección de errores BOA núm. 17 de 27 de enero).

Esta ley establece el régimen jurídico de intervención administrativa ambiental aplicable a los planes, programas, proyectos, instalaciones y actividades que se pretendan desarrollar en el ámbito territorial de Aragón, susceptibles de producir efectos sobre el medio ambiente, sin perjuicio de aquellos cuyo control y evaluación ambiental corresponda a la Administración General del Estado conforme a las competencias que se le atribuyen por la legislación básica estatal.

Entre otras finalidades vienen reconocidas las de establecer un control administrativo ambiental sobre los planes, programas, proyectos, actividades e instalaciones susceptibles de afectar al medio ambiente, favorecer un sistema de intervención administrativa ambiental que armonice el desarrollo económico con la protección del medio ambiente, la biodiversidad, la salud humana y los recursos naturales, así como racionalizar y simplificar los procedimientos administrativos de control ambiental. Al propio tiempo se adapta la legislación autonómica a la comunitaria y estatal.

La Ley reconoce varios regímenes de intervención administrativa:

1º Evaluación ambiental estratégica para determinados planes y programas.

La ley distingue según se requiera de evaluación ambiental estratégica ordinaria o evaluación ambiental estratégica simplificada. 

En el primer caso se encuentran, entre otros, los planes y programas, así como sus modificaciones, que se adopten o aprueben por la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón o por una Administración local, y cuya elaboración y aprobación venga exigida por una disposición legal o reglamentaria o por acuerdo del Gobierno de Aragón, y se establezcan el marco para la autorización en el futuro de proyectos susceptibles de ser sometidos a evaluación de impacto ambiental y que se refieran a …, ordenación del territorio urbano y rural o del uso del suelo, los que afecten a espacios Red Natura 2000 en los términos previstos en la legislación de patrimonio natural y biodiversidad y aquellos que, exigiendo únicamente la evaluación ambiental simplificada, así lo decida el órgano ambiental en el informe ambiental estratégico.

En el segundo supuesto se incluyen las modificaciones menores de todos los anteriores, aquellos anteriores que establezcan el uso a nivel local de zonas de reducido ámbito territorial y los que establezcan el marco para la autorización en el futuro de proyectos y que puedan tener efectos significativos sobre el medio ambiente.

Excluye del procedimiento de evaluación ambiental estratégica los planes y programas en materia de protección civil en casos de emergencia y los de tipo financiero o presupuestario, así como los planes y programas cuya aprobación sea competencia de la Administración General del Estado.

El art. 12 de la Ley regula el procedimiento de evaluación ambiental de los instrumentos de planeamiento urbanístico, remitiéndose a la legislación urbanística de Aragón, con determinadas especialidades. 

En concreto, las modificaciones de los PGOU y planes urbanísticos de desarrollo únicamente se someterán al procedimiento de evaluación ambiental estratégica simplificada en dos supuestos muy concretos:

a) Modificaciones del PGOU que afecten al suelo no urbanizable o al suelo urbanizable no delimitado y de las que puedan derivarse afecciones significativas sobre el medio ambiente. A fin de determinar esta circunstancia, se podrá solicitar al órgano ambiental competente un informe previo para que este se pronuncie sobre este extremo, acompañado de una breve memoria explicativa del objeto de la modificación. Si no conlleva efectos significativos sobre el medio ambiente, el ayuntamiento continuará con la tramitación administrativa para la aprobación de la modificación del planeamiento, siendo innecesaria la tramitación del procedimiento de evaluación ambiental estratégica. 

b) Planes parciales cuyo ámbito territorial sea superior a 50 hectáreas que afecten al suelo urbanizable no delimitado y que sean desarrollo de figuras de planeamiento no evaluadas ambientalmente.

c) Los planes generales simplificados que no clasifiquen suelo urbanizable no se someterán a evaluación ambiental estratégica cuando el órgano ambiental competente hubiera emitido informe favorable previo a la aprobación inicial. 

2º Evaluación de impacto ambiental para los proyectos.

Al igual que en el caso anterior también se distingue según sea exigible evaluación de impacto ambiental ordinaria o simplificada..

Es necesaria la tramitación de una EIA ordinaria para los supuestos comprendidos en el anexo I de la ley, los que supongan una modificación de las características de un proyecto incluido en el anexo I o en el anexo II, cuando dicha modificación supere, por sí sola, alguno de los umbrales establecidos en el anexo I y aquellos en que, exigiéndose sólo la simplificada, el órgano ambiental así lo decida o lo solicite el promotor.

Bastará EIA simplificada, cuando así lo decida el órgano ambiental en cada caso aplicando los criterios establecidos en el anexo III, para los proyectos comprendidos en el anexo II, los no incluidos el anexo I ni en el II que puedan afectar de forma apreciable, directa o indirectamente, a Espacios Protegidos de la Red Natura 2000, los proyectos del anexo I que sirven, exclusiva o principalmente, para desarrollar o ensayar nuevos métodos o productos, cuya duración sea inferior a dos años, así como cualquier cambio o ampliación de los proyectos y actividades que figuran en los anexos I y II ya autorizados, ejecutados o en proceso de ejecución que puedan tener efectos adversos significativos sobre el medio ambiente. 

Producen efectos adversos cuando de forma significativa supongan un incremento significativo de las emisiones a la atmósfera, de los vertidos de aguas residuales a cauces, de la generación de residuos o la peligrosidad de los mismos, de la utilización de recursos naturales, una afección a espacios protegidos de la Red Natura 2000 o una afección significativa sobre el patrimonio cultural.

Están excluidos de EIA los proyectos relacionados con los objetivos de la defensa nacional cuando tal aplicación pudiera tener repercusiones negativas sobre tales objetivos y aquellos proyectos que se aprueben por una ley específica. 

3º Evaluación ambiental en las zonas ambientalmente sensibles.

En este caso se incluyen los proyectos, públicos o privados, consistentes en la realización de obras, instalaciones o cualquier otra actividad, ya sea individualmente o en combinación con otros proyectos, que tengan incidencia en las zonas ambientalmente sensibles definidas en el artículo 4.qq)
 y que no se encuentren sometidos ni al procedimiento de evaluación de impacto ambiental ni al de calificación ambiental.

La ley entiende que un proyecto tiene incidencia en una zona ambientalmente sensible siempre que se dé alguna de las condiciones que establece el artículo 42 de la ley, al que nos remitimos.

Si se trata de proyectos, actividades o instalaciones sujetos a la obtención de autorización o licencia administrativa previa, el órgano sustantivo o el promotor deberán solicitar, con carácter previo a su otorgamiento, el informe del órgano ambiental competente, vinculante a los solos efectos medioambientales cuando sea desfavorable o imponga medidas correctoras o compensatorias. Si no se emite en 3 meses, el silencio tiene efectos negativos.

En caso de proyectos, actividades o instalaciones no sujetos a la obtención de autorización o licencia administrativa previa, corresponderá al órgano ambiental competente la autorización del proyecto, actividad o instalación. El promotor acompañará con la solicitud de autorización una memoria resumen con una descripción básica del proyecto, la actividad a desarrollar, las características de la instalación y una definición de los posibles impactos negativos del mismo sobre el medio ambiente. También tiene efectos negativos el silencio administrativo.

4º Autorización ambiental integrada.

Está prevista para las instalaciones ubicadas en la Comunidad Autónoma de Aragón, de titularidad pública o privada, en las que se desarrolle alguna de las actividades industriales incluidas en las categorías enumeradas en el anexo IV y que alcancen los umbrales de capacidad establecidos en el mismo, con excepción de las instalaciones o partes de las mismas utilizadas para investigación, desarrollo y experimentación de nuevos productos y procesos.

Es previa, en todo caso, a la construcción, montaje o traslado de las instalaciones, y se adaptará a las modificaciones que se produzcan en las mismas.

Incluirá todas las actividades enumeradas en el anexo IV que se realicen en la instalación y aquellas otras actividades que cumplan simultáneamente determinados requisitos, tales como, que se desarrollen en el lugar del emplazamiento de la instalación que realiza una actividad sometida a autorización ambiental integrada, que guarden una relación de índole técnica con dicha actividad y que puedan tener repercusiones sobre las emisiones y la contaminación que se vaya a ocasionar.

En el supuesto de que una autorización ambiental integrada sea válida para varias instalaciones o partes de una instalación explotada por diferentes titulares, deberá delimitarse en la autorización el alcance de la responsabilidad de cada uno de ellos, que será solidaria, salvo acuerdo en contrario.

El objeto de la AAI es integrar en una única resolución administrativa todas las autorizaciones e informes ambientales que resulten de aplicación en materia de producción y gestión de residuos, vertidos al dominio público hidráulico, vertidos al sistema integral de saneamiento, contaminación acústica y atmosférica, incluidas las determinaciones referentes a compuestos orgánicos volátiles, entre otras; la autorización especial para construcciones o instalaciones a implantar en suelo no urbanizable prevista en la legislación urbanística cuando aquella sea exigible y la declaración de impacto ambiental.

Su otorgamiento, modificación y revisión será previo a las demás autorizaciones sustantivas o licencias que sean obligatorias y se otorgará sin perjuicio de las autorizaciones o concesiones que deban exigirse para la ocupación o utilización del dominio público.

Con carácter previo a la solicitud de AAI, el titular de la instalación solicitará al Ayuntamiento del término municipal en que pretenda ubicar la actividad la expedición de un informe urbanístico acreditativo de la compatibilidad del proyecto con el planeamiento urbanístico; informe que valorará exclusivamente la conformidad del proyecto con la normativa urbanística aplicable en relación con la parcela o parcelas donde esté o vaya a estar ubicada la instalación en el momento de la solicitud.

El plazo para expedir el informe urbanístico es de treinta días a contar desde la fecha de su solicitud. Si fuera negativo y se hubiera recibido en el órgano ambiental competente con anterioridad al otorgamiento de la autorización ambiental integrada, dicho órgano dictará resolución motivada poniendo fin al procedimiento y archivará las actuaciones.

Este informe urbanístico es independiente de la licencia de obras o de cualquier otro medio de intervención exigible por el ayuntamiento y no prejuzga la actuación del órgano municipal competente respecto de las citadas autorizaciones o licencias.

Una vez otorgada la AAI, el titular dispone de 5 años para iniciar la actividad, salvo que la autorización establezca otro de manera motivada. Iniciada la actividad, el órgano de inspección, control seguimiento y vigilancia autonómico realizará una visita de inspección.

Con carácter previo al cese temporal de la actividad, que no podrá superar los 2 años, el titular de la AAI lo comunicará al órgano ambiental correspondiente. Esta comunicación no suspende la vigencia de la AAI, debiendo el titular adoptar las medidas necesarias para que el cese no produzca efectos negativos en la seguridad, salud de las personas o el medio ambiente. La reanudación de la actividad debe comunicarse en 10 días.

El cese definitivo también debe comunicarse y el órgano ambiental de control realizará una verificación del cumplimiento de las condiciones relativas al cierre.

5º Licencia ambiental de actividades clasificadas.

Es preceptiva licencia ambiental de actividades clasificadas para la construcción, montaje, explotación, traslado o modificación sustancial de las actividades clasificadas de titularidad pública o privada, entendiendo por tales las que merezcan la consideración de molestas, insalubres, nocivas para el medio ambiente y peligrosas con arreglo a las definiciones de la propia ley.

Están excluidas de licencia ambiental de actividades clasificadas:

- las actividades que estén sujetas al otorgamiento de autorización ambiental integrada, 

- las actividades que no tengan la consideración de clasificadas y, en todo caso, las enumeradas en el anexo V, que en su caso estarán sujetas a la licencia municipal de apertura prevista en la legislación de régimen local.

- las actividades incluidas en el artículo 2 de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, modificada por la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización y por la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la calidad de mercado, que estarán sujetas al régimen establecido en la citada Ley 12/2012.

Tampoco se someterán al trámite de la calificación ambiental regulada en este título las actividades que estén sujetas a evaluación de impacto ambiental ordinaria o simplificada relacionadas en los anexos I y II, excepto en los supuestos en los que el ayuntamiento competente para otorgar la licencia ambiental de actividad clasificada acuerde, de forma expresa y a criterio propio del respectivo ayuntamiento, que dichas actividades tienen que someterse al referido trámite.

La ley prevé que las actividades sujetas a licencia ambiental de actividades clasificadas puedan iniciarse por medio de declaración responsable del titular de la actividad empresarial o profesional avalada mediante informe redactado por profesional técnico competente, que incluirá, como mínimo, una manifestación explícita e inequívoca de que la actividad cumple con todos los requisitos que resulten exigibles de acuerdo con la normativa que resulta de aplicación.

La presentación de la declaración responsable obliga a presentar, en 3 meses, la solicitud de licencia ambiental de actividades clasificadas acompañada de la documentación que resulte procedente. La declaración responsable quedará sin efectos automáticamente, debiendo cesar la actividad ya iniciada, si la licencia ambiental no se presenta en plazo.

No podrá utilizarse el mecanismo de la declaración responsable en el caso de actividades clasificadas sujetas a la licencia ambiental de actividades clasificadas que, de forma previa o simultánea, requieran alguna de las siguientes autorizaciones o informes para su ejercicio, tales como evaluación de impacto ambiental, autorización de vertederos, autorización de instalaciones de actividades de gestión de residuos peligrosos o no peligrosos, de centros de tratamiento de vehículos al final de su vida útil, de emisión de gases de efecto invernadero, de actividades potencialmente contaminadoras de la atmósfera, de plantas de biogás con subproductos animales no destinados a consumo humano, de plantas de compostaje con subproductos animales no destinados a consumo humano, de plantas de incineración y coincineración con subproductos animales no destinados a consumo humano y la instalación de explotaciones ganaderas de cría intensiva.

En caso de que el titular pretende modificar la actividad, lo comunicará al Ayuntamiento que en el plazo de un mes comunicará si la modificación es o no sustancial. Pasado el mes sin manifestación municipal, el titular podrá ejecutarla directamente, sin perjuicio de disponer de los títulos habilitantes exigibles, según la normativa urbanística o de régimen local. Si la modificación se considera sustancial, no podrá llevarse a cabo en tanto no sea otorgada nueva licencia ambiental de actividad clasificada.

6º Licencia de inicio de actividad.

Solo está prevista para las instalaciones y actividades previamente sometidas a autorización ambiental integrada o a licencia ambiental de actividades clasificadas.

Están exentos de tramitar licencia de inicio de actividad en los casos en los que se haya presentado declaración responsable para el ejercicio de una actividad clasificada, sin perjuicio de la presentación de la documentación exigible por la ley y la comprobación que corresponda efectuar por el órgano municipal competente cuando se otorgue la licencia ambiental de actividad clasificada.

En todo caso, el titular de la actividad deberá comunicar al ayuntamiento el inicio de la actividad.

El órgano municipal competente comprobada la idoneidad de la documentación presentada, levantará acta de comprobación de que las instalaciones realizadas se ajustan al proyecto aprobado y a las medidas correctoras impuestas, remitiéndose una copia de la misma al órgano de calificación.

Si la actividad se hubiera sometido al procedimiento de evaluación de impacto ambiental o si las instalaciones en las que se desenvuelve han sido objeto de autorización ambiental integrada, el ayuntamiento, comprobada la idoneidad de la documentación que acompaña a la solicitud, la remitirá directamente al órgano autonómico competente, para que éste practique el acta de comprobación conforme al proyecto aprobado y al condicionado de la AAI o de la DIA, informando al ayuntamiento, en el plazo de quince días desde la recepción de la documentación por el órgano autonómico competente.

El ayuntamiento quedará vinculado por este informe autonómico cuando proponga la denegación de la licencia.

Si el informe autonómico no se emitiera en plazo, se entenderá favorable,  y proseguirá la tramitación del procedimiento. Si concurrieran deficiencias subsanables, el ayuntamiento concederá trámite para su subsanación al titular de las instalaciones.

El plazo máximo para resolver y notificar es de 15 días contados desde la fecha de la solicitud., excepto en el caso de que la actividad esté sujeta a EIA o AAI en cuyo caso es de un mes.

- Ley 14/2014, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas de la Comunidad Autónoma de Aragón. (BOA núm. 256, de 31 de diciembre).

El Título II relativo a las medidas administrativas incluye un Capítulo III sobre modificaciones legislativas en materia de competencia de obras públicas, urbanismo, vivienda y transportes. 

En concreto, el artículo 27 de la ley modifica la Ley 24/2003, de 26 de diciembre, de Medidas Urgentes de Política de Vivienda Protegida, que añade una nueva D. T. 11ª sobre condiciones para la suspensión de la aplicación de la reserva de vivienda protegida en los instrumentos de planeamiento municipal, en respuesta a la posibilidad que ya previó la Ley 8/2013 sobre rehabilitación, regeneración y renovación urbanas.

En concreto, la reserva de suelo para la construcción de vivienda protegida prevista en el artículo 5 de la ley de vivienda protegida queda desplazada temporalmente en los municipios con población de derecho superior a 3.000 habitantes.

Posteriormente, distingue según el planeamiento con ordenación pormenorizada hay sido aprobado definitivamente antes o después de la entrada en vigor de esta ley. 

Si se aprueban definitivamente después de su entrada en vigor no tendrán obligación de cumplir la reserva de vivienda protegida legalmente exigible, previa justificación suficiente en la memoria la existencia de un porcentaje de vivienda protegida ya construida y sin vender en el municipio superior al 15% de las viviendas protegidas previstas o resultantes del planeamiento vigente y la desproporción entre la reserva legalmente exigible y la demanda real con posibilidad de acceder a dichas viviendas, en cuyo caso el CPU, previo a la aprobación definitiva, consultará a la Dirección General de Vivienda, que si no responde en un mes se entenderá el silencio como positivo a la suspensión de la reserva.

Si el plan urbanístico estuviera aprobado definitivamente antes de la entrada en vigor de esta ley, pero no así el proyecto de reparcelación, la suspensión de la reserva de terrenos para vivienda protegida será rogada, por el procedimiento siguiente:

El Ayuntamiento, de oficio o a instancia de parte y por acuerdo plenario, solicitará la suspensión de la reserva para todo el término municipal ante el CPU aportando la justificación de la existencia de un porcentaje de vivienda protegida ya construida y sin vender en el Municipio, superior al 15% de las viviendas protegidas previstas o resultantes del planeamiento vigente y la existencia de desproporción entre la reserva legalmente exigible y la demanda real con posibilidad de acceder a dichas viviendas.

Si fuera necesaria la adaptación de la ordenación urbanística vigente o la alteración de los parámetros relativos al aprovechamiento o edificabilidad determinados en el plan, procederá la tramitación municipal de la correspondiente modificación del planeamiento, cuya aprobación corresponderá al CPU, previa consulta a la Dirección General de Vivienda, emitida antes de la finalización de la prórroga establecida en la D.T. 2ª de la Ley 8/2013.

De no ser necesaria modificación del planeamiento, el CPU decidirá en el plazo sobre la suspensión o no de la reserva de la vivienda protegida, previa consulta a la Dirección General de Vivienda. Si el CPU no adoptara acuerdo en 2 meses, se entenderá favorable a la solicitud.

Finalizado el plazo de la suspensión de la aplicación de la reserva establecido en la D. T. 2ª de la Ley 8/2013:

- No tendrán obligación de adecuarse a la reserva de vivienda protegida los planes y sus modificaciones que hayan sido aprobados definitivamente antes de esa fecha, siempre que se cumplan los plazos máximos para proceder a la ordenación y aprobación de proyectos de urbanización previstos en ellos. En otro caso, será de aplicación la reserva de vivienda protegida y el plan aprobado deberá adaptarse a ella.

- En todo caso deberán aplicar la reserva de vivienda protegida los planes y las modificaciones que no hayan sido aprobados definitivamente antes de dicha fecha, así como, en los casos de aprobación definitiva parcial del Plan, las áreas objeto de suspensión parcial que no hayan sido aprobadas definitivamente antes de dicha fecha, o que habiéndolo sido incumplan los plazos máximos para proceder a la ordenación y aprobación de proyectos de urbanización.

Además, la D. A. 1ª de la Ley de Medidas Fiscales y Administrativas faculta a los promotores de Vivienda Protegida de Aragón calificadas provisionalmente, para solicitar la prórroga del plazo para la obtención de la calificación definitiva hasta el 31º de diciembre de 2015.

Finalmente, hay que hacer referencia a determinados decretos dictados por el Gobierno de Aragón. 

En primer lugar, el Decreto 202/2014, de 2 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón. (BOA núm. 243, de 12 de diciembre), supone un desarrollo de lo previsto en los artículos 17 y siguientes de la Ley 4/2009, de 22 de junio, de Ordenación del Territorio de Aragón, que define la EOTA como aquella a la que le corresponde determinar el modelo de ordenación y desarrollo territorial sostenible de toda la Comunidad Autónoma, las estrategias para alcanzarlo y los indicadores para el seguimiento de la evolución de la estructura territorial y su aproximación al modelo establecido; y cuyas formulaciones de carácter estratégico tienen el valor de criterios determinantes del ejercicio de las potestades de todas las Administraciones públicas, con alguna salvedad (art. 26.1 LOTA).

El decreto dispone su vigencia indefinida, sin perjuicio de la elaboración de un informe de seguimiento cada cuatro años y de su posible revisión o modificación.

Sus disposiciones normativas tienen carácter obligatorio para los destinatarios, sin perjuicio de la prevalencia de las disposiciones ambientales de aplicación y las formulaciones de carácter estratégico tienen el valor de criterios determinantes del ejercicio de las potestades de todas las Administraciones Públicas.

La EOTA prevé un total de 20 objetivos generales y específicos, según los ejes de desarrollo territorial, a los que corresponden una serie de estrategias y normas. 

En concreto, me centraré en los objetivos siguientes:

- Objetivo 2. ‘Acceso a un alojamiento asequible y adecuado’, que engloba objetivos específicos como el de vivienda social y fomento de la regeneración y renovación urbana, la promoción de un modelo de ocupación del suelo sostenible para nuevos crecimientos, la adecuación de la oferta de vivienda a la demanda e infraestructuras urbanísticas básicas. De estos 4 objetivos específicos , sólo para el segundo (promoción de un modelo de ocupación del suelo sostenible para nuevos crecimientos) la estrategia prevé normas de obligado cumplimiento, del siguiente tenor: 

“Galerías para las redes de servicios.

1.- En las obras de urbanización de los asentamientos de mayor población, se fomentará que el trazado de las redes de servicios (abastecimiento, saneamiento, energía eléctrica y telecomunicaciones) sea mediante galerías subterráneas o zanjas compartidas, siempre que sea la opción de mayor eficiencia y conforme a la normativa sectorial aplicable. En otro caso, se contemplará la posibilidad de proyectar y ejecutar dichas redes de servicios en proximidad.

2.- Para el correcto dimensionamiento de las galerías y zanjas, y de acuerdo con lo establecido en la legislación sectorial, los urbanizadores deberán solicitar información a las empresas de servicios, como energía eléctrica, gas o comunicaciones, para incluirla en los proyectos de urbanización”.

También, en el caso de la adecuación de la oferta de vivienda a la demanda, se prevé criterios para el crecimiento del suelo residencial y criterios para el crecimiento urbanístico. En el primer caso, faculta al planeamiento territorial para establecer normas o recomendaciones de aplicación general acerca de los crecimientos admisibles del suelo residencial en función de la tipología de los asentamientos y concretar, en su caso, las posibles excepciones a la aplicación del criterio general. En el segundo caso, dicta criterios para que el planeamiento urbanístico municipal y territorial resuelvan las necesidades de crecimiento, tales como prestar especial atención a las características propias y diferenciadoras de cada núcleo o asentamiento; estudiar la viabilidad y prever, cuando sea posible, en las áreas urbanas de mayor población espacios destinados a cumplir funciones ecológicas; considerar la oportunidad de conseguir continuidad de zonas verdes y proporcionar soluciones eficientes a la movilidad de todo tipo; establecer limitaciones de usos en caso de que existan zonas con riesgo de inundación.

Además dispone que “el planeamiento urbanístico, al proponer el modelo de ocupación del suelo en el entorno del núcleo existente, deberá justificar que se basa en las posibilidades y expectativas razonables de desarrollo real, primando la ocupación del suelo urbano no consolidado frente al suelo urbanizable, salvo cuando el desarrollo de suelo urbanizable sea más adecuado y eficiente para el desarrollo industrial o logístico, o para la dotación de servicios o para la creación de viviendas sociales”.

El objetivo 3 sobre ‘Organización de equipamientos’. La EOTA exige un planeamiento de los equipamientos mínimos y dispone que el planeamiento de los equipamientos sanitarios, sociales, educativos, culturales, deportivos, administrativos y recreativos se hará de acuerdo con el sistema de asentamientos que define el modelo territorial de Aragón, con el fin de alcanzar un adecuado grado de cobertura para la población y la optimización de recursos, teniendo en cuenta las diferentes esferas de influencia de los equipamientos, según el tipo, la función y el destino concreto.

También establece distintos niveles de influencia de los equipamientos.

Sobre la implantación de grandes superficies comerciales dispone que “a ser posible, se integrarán en la trama urbana de los municipios, por lo que son de aplicación las disposiciones y criterios sobre movilidad sostenible en el suelo para actividades económicas”. Si se localizan fuera de la trama urbana, deben situarse preferentemente en las centralidades del sistema de equipamientos definidas por la EOTA.

En cuanto al objetivo 4. ‘Facilitar la movilidad’, entre las muchas estrategias que prevé, únicamente incluye una norma sobre servidumbres aeronáuticas al obligar al planeamiento territorial y urbanístico que ordene ámbitos afectados por las servidumbres aeronáuticas, incluyendo las acústicas, a establecer condiciones de uso del suelo afectado y el entorno que sea previos para evitar impactos ambientales y acústicos del tráfico aéreo sobre la población existente y de los posibles nuevos desarrollos urbanísticos.

En este objetivo se incluye potenciar el “urbanismo de proximidad” fomentando el transporte no motorizado, vinculando el planeamiento urbanístico a la oferta de transporte público y aprovechando las terminales de transporte público para la clasificación de suelo residencial y productivo.

Sobre las infraestructuras de telecomunicaciones pretende facilitar el acceso universal a los servicios telemáticos, en especial en el ámbito rural, impulsando la ejecución de la planificación estratégica de las infraestructuras de telecomunicaciones del Gobierno de Aragón, de modo que puedan disponer de los mismos en unas condiciones equivalentes a los asentamientos urbanos.

En lo relativo a la compatibilidad ambiental (objetivo 6) se dispone que los instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico incluirán medidas de mitigación y adaptación al cambio climático y medidas de prevención de la contaminación y preservación de la biodiversidad.

En orden a la gestión eficiente de los recursos hídricos (objetivo 12), se establecen varias normas de obligado cumplimiento.

Así, el planeamiento territorial y urbanístico establecerá medidas para alcanzar los objetivos generales de la planificación hidrológica:

Se limitará la ejecución y autorización de nuevas redes de suministro de agua fuera de los núcleos urbanos sin tener en cuenta los criterios establecidos de planeamiento territorial e hidrológico y las previsiones de los planes de abastecimiento. Se podrán autorizar en el caso de que se trate de nuevos desarrollos residenciales o industriales previstos por instrumentos de ordenación del territorio o por el planeamiento urbanístico, o usos autorizados conforme a la legislación vigente en SNU; dotaciones, infraestructuras o instalaciones previstas por instrumentos de ordenación del territorio, los sistemas de abastecimiento para el riego o abastecimiento de explotaciones agrarias y las redes principales de transporte de agua.

No se autorizarán nuevos desarrollos residenciales, industriales o comerciales, dotaciones, o explotaciones agroforestales o mineras si no está previamente garantizado el abastecimiento de agua y el saneamiento de aguas residuales y la gestión de las aguas pluviales, conforme a criterios de sostenibilidad y a la planificación hidrológica.

En el momento de la ordenación urbanística municipal, se estudiarán técnicamente las necesidades y el coste de las infraestructuras hidráulicas asociadas a los desarrollos urbanísticos, contando con informes de las compañías suministradoras si existiese incremento sustancial de suministro de agua, con el fin de determinar la viabilidad de las actuaciones.

Todo nuevo desarrollo residencial, industrial o terciario preverá, obligatoriamente, dos redes de evacuación de aguas, separadas e independientes, para aguas pluviales y para aguas residuales. 

En orden a la sostenibilidad de las infraestructuras (objetivo 14), la EOTA quiere promover la implantación de infraestructuras, incluyendo el suelo productivo, que potencien el desarrollo territorial y que sean compatibles ambientalmente, incluyendo los efectos sobre los recursos hídricos y energéticos, viables económicamente y que favorezcan la cohesión social. A tal efecto, prevé la elaboración de:

·  una directriz especial para la regulación de la recuperación de infraestructuras, que no cumplen su función tradicional o presentan alternativas para otros usos (recreativos, ocio o esparcimiento) y

· Una directriz especial de suelo productivo e impulsar el aprovechamiento de los suelos productivos existentes ya urbanizados.

La adecuación del régimen jurídico del territorio (objetivo 17), pretende adecuar los distintos regímenes jurídicos con efectos sobre el uso y transformación del territorio, de modo que no se produzcan contradicciones en su aplicación. En concreto, pretende promover el análisis de los planeamientos urbanísticos vigentes o en tramitación, con el fin de incorporar, si procede, como suelo no urbanizable genérico o especial, las superficies municipales que puedan estar sometidas a una determinada normativa sectorial y deban quedar preservados del proceso de urbanización, así como las delimitaciones territoriales en materia de aguas, montes vías pecuarias, etc.…

También pretende mejorar la estructura del sistema aragonés de asentamientos con el fin de asignar a cada elemento del mismo la función más adecuada a un desarrollo territorial equilibrado (objetivo 18. Sistema de asentamientos). A los efectos del planeamiento urbanístico, territorial y sectorial, los asentamientos de Aragón se clasifican en distintos grupos, atendiendo a su función territorial, población, potencial de desarrollo y características demográficas. El grupo de centralidades, lo constituye la capital de Aragón, Zaragoza, “a la que corresponde liderar el sistema de asentamientos aragonés y cuya función básica es garantizar una adecuada cobertura de los servicios urbanos de su rango y organizar y apoyar los procesos de cambio y modernización en todo el territorio de la Comunidad, en su condición de receptora y difusora de la innovación a nivel global”, las capitales provinciales de Huesca y Teruel, a las que corresponde liderar el sistema urbano de sus respectivas provincias, las cabeceras supra-comarcales, las capitales comarcales y otras centralidades complementarias. Incluye también un grupo de asentamientos autosuficientes, de tipo A y B, un grupo de asentamientos dependientes, grupo de asentamientos deshabitados y grupo de asentamientos aislados. A través del planeamiento territorial o los planes de interés general de Aragón, se podrán plantear nuevos asentamientos de población. 

Los PGOU podrán plantear la creación de nuevos asentamientos de población o ampliación significativa de los existentes debiendo analizar su viabilidad, teniendo en cuenta la posible necesidad de aumentar la capacidad de las redes y servicios urbanísticos prestados por las diferentes administraciones públicas, así como los criterios contenidos en el planeamiento territorial que le sea de aplicación.

La redacción o revisión del planeamiento urbanístico en un municipio que presente una dualidad de asentamientos conllevará un análisis pormenorizado de la posible incidencia territorial en el municipio dual, especialmente en lo referente a reservas de suelo para equipamientos y para uso productivo.

Otro de los objetivos es mejorar el conocimiento de los riesgos naturales e inducidos y limitar sus efectos (20). Para ello prevé la elaboración de una Directriz especial sobre riesgos naturales e inducidos que, partiendo de la información contenida en los mapas de riesgos y de susceptibilidad de riesgos, determine, para las distintas áreas del territorio los usos y medidas que, en su caso, se deban adoptar, para evitar o paliar los riesgos existentes. Entre las medidas para minimizar los riesgos, la EOTA pretende orientar los futuros desarrollos urbanísticos y territoriales hacia las zonas con menor susceptibilidad de riesgo. A estos efectos obliga al planeamiento urbanístico a incorporar distintos criterios, que serán de aplicación hasta el momento de aprobación de la Directriz especial sobre riesgos naturales e inducidos, tales como, entre otros:

- Orientar los futuros desarrollos urbanísticos y territoriales hacia las zonas exentas de riesgo o, en caso de adecuada justificación, hacia las zonas de menor riesgo.

- Evitar o reducir la generación de riesgos inducidos, derivados de las actuaciones sobre el territorio, etc.…

Los instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico incluirán un análisis de susceptibilidad de riesgos naturales e inducidos a los que se expone el territorio de su ámbito de influencia. Estos terrenos quedarán excluidos del proceso urbanizador. Las zonas críticas, respecto a cualquier riesgo natural o inducido significativo, deberán ser clasificadas como suelo no urbanizable especial.

Además, los mapas de riesgos deberán formar parte del contenido de los planes de ordenación urbana y territorial.

Por último, también hay que hacer mención de tres decretos que aprueban sendos planes rectores de uso y gestión de diversos parques naturales. 

Así, los Decretos 167/2014, de 21 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural de Los Valles Occidentales (BOA núm. 215, de 3 de noviembre) y 168/2014, de 21 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural de Posets-Maladeta (BOA núm. 215, de 3 de noviembre), tienen como objeto establecer el instrumento básico de planificación de la gestión del Parque Natural, establecen la zonificación del Espacio Natural Protegido, detallan los diferentes usos permitidos y prohibidos, fijan las normas para el uso y gestión del parque mediante el establecimiento de un régimen general de protección y de un régimen de prohibiciones y limitaciones de actividades.

El artículo 10 en ambos decretos regula las infraestructuras, edificaciones y equipamientos. Sólo son autorizables los proyectos constructivos que se relacionan en el decreto (y no otros), siempre y cuando cumplan las demás prescripciones relativas a las condiciones constructivas y estéticas, y sin perjuicio de lo establecido en la legislación vigente en materia de Patrimonio Cultural de Aragón y en la legislación urbanística:

a) Las edificaciones existentes antes de la aprobación del Plan de Ordenación de los Recursos Naturales, siempre que mantengan el volumen edificado o excepcionalmente incremento del mismo hasta un máximo del 50 % del total, que mantenga las tipologías constructivas originales tradicionales y del entorno, especialmente cuando se trate de pastizales o hábitats naturales y que, dentro del Parque Natural, no se destinen a nuevos usos residenciales, industriales o comerciales.

b) Los vinculados al uso agroganadero extensivo.

c) Los centros de gestión, administración e interpretación del Parque Natural, los cuales se ubicarán preferentemente en infraestructuras existentes.

d) Los destinados a la detección y extinción de incendios forestales.

e) Otras edificaciones y equipamientos que, por razones de utilidad pública, estén recogidas en las leyes correspondientes.

Las nuevas infraestructuras deben ubicarse en las Zonas de Uso Compatible y Uso General. La instalación de antenas de telecomunicaciones será autorizable, siempre que se ubiquen en las Zonas de Uso General y su servicio se limite a las necesidades locales. 

Los proyectos de construcción de infraestructuras deberán justificar la alternativa elegida, la cual deberá considerar las características y valores naturales del territorio, buscando preservar los espacios de mayor valor ecológico o paisajístico. Cualquier obra que se realice deberá respetar el entorno visual de los elementos del patrimonio arqueológico y paleontológico definido en el anexo 11 del PORN. Deberá detallar el conjunto de medidas previstas para proteger el entorno durante la ejecución de los trabajos, así como las actuaciones de restauración una vez terminadas las obras.

Se considera incompatible la ejecución de desmontes y terraplenes con pendientes superiores al 35%, salvo justificación detallada en el proyecto de construcción, e incorporación de medidas específicas de control de la erosión.

Los materiales empleados serán los propios de la estética tradicional.

No se permiten construcciones de altura superior a los siete metros. Tampoco se permite la iluminación artificial fija al aire libre, fuera de las Zonas de Uso General. 

En ambos decretos se establece que el periodo de vigencia del Plan Rector de Uso y Gestión será el máximo legal, transcurrido el cual se prorrogará automáticamente, con la posibilidad de revisarse cuando se produzcan modificaciones sustanciales en la realidad física del espacio natural.

El Decreto 177/2014, de 4 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural del Moncayo (BOA núm. 225, de 17 de noviembre), en el apartado 5.2 del Anexo dispone, en orden a las infraestructuras, edificaciones y equipamientos, la prohibición de todo tipo de edificaciones e infraestructuras de nueva construcción, incluido cualquier tipo de cableado aéreo, a excepción de las siguientes que, en todo caso, requerirán autorización del órgano ambiental competente:

a) Las vinculadas al mantenimiento y/o rehabilitación de las infraestructuras y edificaciones existentes, sin aumentar la superficie ocupada ni la altura de las mismas.

b) Las vinculadas al uso ganadero extensivo.

c) Las destinadas al abastecimiento de agua de boca de las poblaciones del área de influencia socioeconómica.

d) Las destinadas a la defensa del monte y la gestión del Parque Natural.

Los cambios de uso de las instalaciones existentes serán autorizables por la Dirección del Parque Natural sólo en el caso de que el preceptivo estudio de impacto ambiental acredite la no existencia de afecciones negativas a los objetos de conservación.

Las edificaciones deberán mantener la tipología constructiva del área, tanto en formas como en materiales utilizados.

En caso de interés general motivado, el órgano ambiental competente podrá autorizar la instalación de tendidos subterráneos de baja tensión cuyos proyectos llevarán una memoria justificativa del trazado y modelo elegido, así como un estudio previo de impacto ambiental.

Establece las prohibiciones siguientes:

- la instalación de iluminación artificial fija en espacios abiertos, excepto en las edificaciones e instalaciones incluidas en las zonas de uso general, donde la iluminación deberá estar enfocada hacia abajo.

- la instalación de todo tipo de estructura de publicidad visual, estática, acústica, y de carácter comercial sin vinculación con el Parque Natural.

- la realización de inscripciones, señales, signos o dibujos en las piedras, árboles o cualquier otro elemento del medio natural, excepto las usadas para la propia gestión del Parque Natural y las expresamente autorizadas para el marcaje de senderos por la Dirección del Parque.

- la alteración o destrucción de señales, mojones e infraestructuras destinadas al uso público en general.

- la creación y acondicionamiento de nuevas infraestructuras de uso público, salvo las realizadas por el Parque Natural.

- el establecimiento de cualquier puesto de venta, así como la venta ambulante.

En este caso, el periodo de vigencia del Plan Rector de Uso y Gestión es de 10 años, transcurrido el cual se prorrogará automáticamente, con la posibilidad de revisarse cuando se produzcan modificaciones sustanciales en la realidad física del espacio natural.

M) COMUNIDAD FORAL DE NAVARRA

- Decreto Foral 108/2014, de 12 de noviembre, por el que se regula el informe de evaluación de los edificios. (BON núm. 225, de 17 de noviembre)

Dictado en desarrollo de la obligación de evaluar los edificios que impuso la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbana, pretende favorecer la conservación y rehabilitación del parque de edificios de viviendas y la regeneración y renovación de los tejidos urbanos existentes, asegurando su seguridad, salubridad y accesibilidad.

Es de aplicación a los edificios de tipología residencial colectiva, con independencia de que el edificio contenga simultáneamente otros usos, obligatorio en los que tengan una antigüedad igual o superior a 50 años. 

Los ayuntamientos o el departamento competente en materia de vivienda podrán establecer la obligación de efectuar este informe a aquellos los edificios que, aun no habiendo alcanzado la antigüedad, plazo de vigencia de una evaluación anterior o las condiciones exigidas en el DF, presenten evidentes deficiencias estructurales, constructivas o en sus instalaciones que puedan suponer riesgo para las personas, tanto en el interior del edificio como en la vía pública. 

Se excluyen las viviendas unifamiliares asiladas o adosadas, aunque compartan en planta bajo rasante garajes o trasteros mancomunados y los edificios declarados en ruina. 

La evaluación comprende al edificio completo, esto es, tanto a los elementos comunes como a las viviendas o locales incluidos en el mismo. 

Contemplará el estado general del edificio, de sus elementos estructurales, constructivos y de las instalaciones que no requieran inspecciones técnicas específicas, constatando las patologías o deficiencias se que puedan apreciar con los sentidos. Incluirá también el grado de accesibilidad del edificio y enumeración de los elementos que incumplen lo dispuesto en el CTE, DB SUA, y normativa de accesibilidad y no discriminación de las personas con discapacidad, así como la certificación de eficiencia energética.

El edificio puede calificarse, en función del número, gravedad y extensión de las deficiencias reflejadas en el informe, como apto, apto con deficiencias leves, no apto provisionalmente o no apto. Todos los edificios obligados a efectuar la evaluación deben contar con un informe vigente que califique el edificio como apto o apto con deficiencias leves. El hecho de que exista un informe favorable no exime a los propietarios  del mantenimiento íntegro de los deberes de conservación del edificio.

El informe tiene una vigencia de 10 años, que podrá reducirse cuando circunstancias sobrevenidas tras la evaluación modifiquen y empeoren sustancialmente las condiciones de seguridad, salubridad, accesibilidad, eficiencia energética y ornato existentes en el momento de la emisión del informe.

Los efectos de la obtención del informe de evaluación de los edificios supone que los propietarios acreditarán el cumplimiento de las obligaciones que derivan de la LOE y la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de Ordenación del Territorio y Urbanismo, conservando la obligación de acometer las operaciones de mantenimiento del edificio que sean precisas durante el periodo de vigencia del informe de la evaluación. También pueden realizar obras de rehabilitación acogiéndose a la correspondiente actuación protegible.

El incumplimiento de las determinaciones del DF están en función de la infracción cometida:

- Carecer del informe de evaluación del edificio estando obligado a ello, tendrá entre otras consecuencias la de no poder solicitar la calificación provisional de rehabilitación protegida, la ejecución forzosa del ayuntamiento, previo apercibimiento a las personas interesadas, mediante la imposición de multas coercitivas y/o la ejecución subsidiaria

- Si la calificación del edificio es de no apto o no apto provisionalmente, no haber ejecutado las acciones y obras destinadas a la reparación de las deficiencias en los plazos, en su caso, establecidos, tendrá como consecuencias, entre otras, la de constituir infracción grave en materia de urbanismo y, subsidiariamente, infracción muy grave en materia de vivienda. El departamento competentes del gobierno de Navarra, en función de la gravedad, peligrosidad o insalubridad apreciadas en el informe, podrá abrir un expediente sobre la posible pérdida anticipada de vigencia de las cédulas de habitabilidad de las viviendas incluidas en el edificio o, en función del uso del edificio, iniciar los expedientes que correspondan que podrán conducir a la orden de cese de la actividad.

- Orden Foral 89/2014, de 16 de diciembre, del Consejero de Fomento, por la que se establece el Fondo Foral de Vivienda Social. (BON núm. 253, de 30 diciembre)

Se constituye el Fondo Foral de Vivienda Social en cumplimiento de la D.T. 7ª del Decreto Foral 61/2013, de 18 de septiembre, por el que se regulan las actuaciones protegibles en materia de vivienda, con el objeto de atender a las personas en situación de riesgo de exclusión social por pérdida de su vivienda habitual y precisen de amparo público y que detalla la OF.

Tiene carácter indefinido, condicionando su vigencia a la permanencia de los objetivos que trata de satisfacer, y naturaleza rotatoria, de tal forma que acoja en todo momento a las unidades familiares que se encuentren en la situación descrita en el artículo 2.

La estancia máxima en una vivienda incluida en el Fondo será de 1 año, prorrogable anualmente hasta un máximo de 3 anualidades si se mantienen las condiciones que dieron lugar a su concesión.

El Fondo Foral de Vivienda Social podrá constituirse con las viviendas cuya titularidad o uso pertenezcan a cualquier Administración Pública, sociedad pública o entidad sin ánimo de lucro, adquiridas por cualquier causa y no tengan otro destino, las expropiadas, o cuyo uso sea expropiado, conforme a lo dispuesto en la L.F. 10/2010, de 10 de mayo, del Derecho a la Vivienda en Navarra, las que pueda adquirir o promover la Administración de la Comunidad Foral con esta finalidad y las que a tal fin aporten las entidades financieras o de crédito, sus filiales inmobiliarias y las entidades de gestión de activos, incluidos los procedentes de la reestructuración bancaria.

Deberán reunir las condiciones mínimas de habitabilidad exigibles. 

Estas viviendas irán destinadas a programas, proyectos o actuaciones de interés social y su uso se efectuará en régimen de alquiler.

- Ley Foral 27/2014, de 24 de diciembre, por la que se modifica la Ley Foral 10/2010, de 10 de mayo, del derecho a la vivienda en Navarra, estableciendo los módulos aplicables a las actuaciones protegibles en materia de vivienda y creando el Registro General de Viviendas de Navarra.(BON núm. 254, de 31 de diciembre)

Lo más destacable de esta LF es la incorporación de un Título VII que regula el Registro General de Viviendas en Navarra, de titularidad pública, de naturaleza administrativa y adscrito al departamento competente en materia de vivienda.

Constituye el instrumento de información sobre la situación de las viviendas en Navarra y tiene como objetivos y fines principales la centralización en un único registro los datos relativos a las viviendas en Navarra, con fines informativos y de seguimiento de las políticas públicas. También tiene como finalidad garantizar a otras administraciones públicas el acceso a los datos necesarios para la gestión de las competencias que tengan atribuidas y coordinarse y complementarse con el Registro de la Riqueza Territorial y los Catastros de Navarra y con el sistema informativo general e integrado.

Comprende todas las viviendas ubicadas en la Comunidad Foral de Navarra, entendiendo por tales las que determine la legislación aplicable en materia de vivienda.

La LF regula el contenido y datos que accederán al registro, la conservación del mismo, el deber de colaboración y la protección de datos de carácter personal. 

OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

F) CANTABRIA

- Ley 4/2014, de 22 de diciembre, del Paisaje (BOCANT EXTRAORDINARIO núm. 67, de 29 de diciembre).

Su objeto es el reconocimiento jurídico, así como la protección, gestión y ordenación del paisaje de Cantabria, en atención a sus valores naturales, patrimoniales, científicos, económicos y sociales. Promueve la plena integración del paisaje en todas las políticas sectoriales que incidan sobre el mismo.

El ámbito de aplicación alcanza tanto a los paisajes rurales, urbanos y periurbanos que puedan considerarse excepcionales como a los paisajes cotidianos y a los degradados.

Faculta a los poderes públicos para, dentro de su ámbito competencial respectivo, integrar la consideración del paisaje en las políticas de ordenación territorial y urbanística, medioambiental, del patrimonio cultural, agraria, forestal, social, turística, industrial y económica, así como en cualquier otra política sectorial que pueda producir un impacto directo o indirecto sobre el paisaje.

Regula hasta 5 instrumentos de protección, gestión y ordenación del paisaje: los planes especiales del paisaje, las directrices del paisaje, los estudios del paisaje, los proyectos de actuación paisajística y el análisis de impacto e integración paisajística.

Los planes especiales, que pueden ser aprobados por la C. A. o por los municipios, pueden formularse en desarrollo directo de las previsiones contenidas en el Plan Regional de Ordenación Territorial, Plan de Ordenación del Litoral y en las Normas Urbanísticas Regionales o, en su caso, en los Planes y Normas Comarcales; así como en desarrollo de las previsiones contenidas en los Planes Generales de Ordenación Urbana, o en ausencia de éste.

Las directrices de paisaje son determinaciones que definen las estrategias o pautas de actuación en materia de paisaje para todas las administraciones públicas cuyas actuaciones puedan tener incidencia paisajística. Los instrumentos de planificación territorial, urbanística y sectorial, y, en su caso, en los proyectos de desarrollo y ejecución, deben incorporarlas entre sus determinaciones.

Los estudios de paisaje son documentos de carácter descriptivo y prospectivo que delimitan las unidades de paisaje, identifican sus valores y su estado de conservación y proponen los objetivos de calidad y medidas de actuación. Una vez aprobados, deben incorporarse los objetivos de calidad paisajística y las medidas y propuestas de actuación a todos los Planes de Ordenación Territorial y a los planes sectoriales con incidencia en el paisaje que se elaboren con posterioridad y afecten al ámbito estudiado. También deberán tenerlos en cuenta los Ayuntamientos en la revisión, desarrollo y aplicación de sus respectivos planes urbanísticos.

Los Proyectos de Actuación Paisajística son los instrumentos que tienen por objeto definir técnica y económicamente, con el grado de detalle suficiente, actuaciones de restauración, preservación, mejora y puesta en valor de los paisajes que requieran intervenciones específicas e integradas y son aprobados por el Consejero o el Ayuntamiento que los promueva.

Los Análisis de Impacto e Integración Paisajística son documentos técnicos que tienen por objeto valorar y cuantificar la magnitud y la importancia de los efectos de una actuación en el paisaje y en su percepción, y proponer las medidas adecuadas para evitar los impactos o mitigar los posibles efectos negativos.

Los planes y programas territoriales y urbanísticos, así como las actuaciones con incidencia en el territorio que deban someterse a evaluación ambiental, incluirán entre su documentación un Análisis de Impacto e Integración Paisajística siempre que lo exija el órgano ambiental. 

La D. T. Única de la ley del paisaje dispone que la ley no es de aplicación ni a los planes y proyectos cuya elaboración ya se hubiere iniciado a la entrada en vigor de la presente Ley, siempre que no haya existido una inactividad municipal de impulso de los mismos por un tiempo superior a los dos años ni a los procedimientos de obtención de autorizaciones iniciados a la entrada en vigor de la ley.

- Ley 5/2014, de 26 de diciembre, de Vivienda Protegida de Cantabria (BOCANT EXTRAORDINARIO núm. 67, de 29 de diciembre).

La exposición de motivos reconoce el importante hito de esta ley “porque establece un marco jurídico abierto, que sienta las bases necesarias para hacer efectivo el derecho a la vivienda, y que posibilita dar respuesta rápida a las necesidades sociales y a los cambios normativos o económicos que puedan producirse, favoreciendo que mediante su desarrollo puedan establecerse las políticas que atiendan a dichos cambios”.

Regula el régimen jurídico y las actuaciones administrativas en materia de vivienda protegida, entendiendo por tal aquella que, cumpliendo los requisitos y condiciones de uso, destino, precio y superficie establecidos por la legislación, es calificada como tal por un acto administrativo dictado por el órgano competente en materia de vivienda. Incluye también el resto de los elementos protegidos vinculados a la vivienda. Igualmente, son objeto de protección los terrenos y obras de urbanización necesarias para llevar a cabo la construcción de las viviendas protegidas y los alojamientos que constituyan fórmulas intermedias entre la vivienda individual y la colectiva.

La ley distingue entre propietarios y usuarios de viviendas protegidas. Los primeros pueden ser personas físicas o jurídicas. Únicamente las físicas pueden ser usuarias, siempre que reúnan los requisitos previstos en la norma, además de las administraciones públicas o entidades públicas o privadas para destinarlas al alojamiento de personas pertenecientes a colectivos vulnerables que precisen de tutela especial.

Solamente pueden destinarse a domicilio habitual y permanente de sus propietarios o usuarios, definiendo qué se entiende por domicilio habitual y por domicilio permanente. El carácter permanente del domicilio no se pierde cuando cualquier miembro de la unidad familiar ejerza en ella una profesión u oficio, siempre que sea compatible con el uso residencial. 

La ocupación de las viviendas protegidas deberá efectuarse en el plazo de 6 meses desde su adquisición salvo que medie autorización para no ocupar temporalmente la vivienda. Si son viviendas promovidas para uso propio, el plazo contará desde la notificación de la calificación definitiva.

No se permite el subarriendo, total o parcial, ni el destino a segunda residencia o a otros usos incompatibles con el de vivienda.

Establece los casos en los que es necesaria autorización para no ocupar temporalmente la vivienda, que sólo es admisible por motivos laborales o de estudios o por causa de enfermedad del ocupante o de un familiar hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad que requiera ayuda. El plazo máximo de la autorización es de 2 años ampliable por otros dos más, sin que pueda volver a solicitarse hasta transcurridos 3 años desde finalizar el plazo de desocupación.

La ley prevé un precio máximo para la vivienda protegida, a fijar por acuerdo de Gobierno, mientras esté vigente el régimen de protección. Están prohibidos los sobreprecios y son nulas las cláusulas que establezcan precios superiores. 

El valor de los terrenos destinados a la promoción de vivienda protegida se fija mediante decreto del Gobierno, teniendo en cuenta el precio máximo de venta de viviendas protegidas y demás elementos protegidos y el coste de las obras de urbanización.

La duración del régimen de protección es de 30 años si bien admite excepciones. 

La calificación de la vivienda protegida puede ser provisional y definitiva. Una vez otorgada la calificación definitiva no podrán ejecutarse obras que infrinjan las ordenanzas técnicas y normas constructivas exigidas para otorgar la calificación. La calificación definitiva se hará constar en el registro de la propiedad por nota marginal de la inscripción de la obra nueva, con expresión de sus circunstancias esenciales, especialmente el plazo de duración del régimen de protección.

Previo al otorgamiento de la calificación definitiva, los notarios no podrán autorizar escrituras públicas que documenten la transmisión de viviendas protegidas ni tampoco podrán ocuparse las viviendas ni contratar definitivamente los suministros de agua, gas o electricidad.

La desclasificación de viviendas protegidas, de oficio o a instancia de parte, sólo se acordará por razones de interés público vinculadas a las necesidades de la política de vivienda apreciadas por el órgano competente y comportará el previo reintegro de las ayudas económicas percibidas y del importe de las exenciones y bonificaciones tributarias. No pueden ser objeto de desclasificación las viviendas calificadas como protegidas de promoción pública.

La promoción de vivienda protegida puede realizarse por personas físicas o jurídicas que no se encuentren incursas en inhabilitación para promover viviendas protegidas. La promoción puede ser  pública o privada. La ley también regula la promoción para uso propio, de personas físicas individualmente consideradas o agrupadas en cooperativas de viviendas, comunidades de propietarios, etc.…

La ley regula, igualmente, el acceso a las viviendas protegidas, mediante procedimiento de adjudicación en los que rijan los principios de concurrencia y publicidad, la programación en materia de vivienda y el régimen sancionador.

La D. A. 6ª de la ley exige informe de la consejería competente en materia de vivienda, vinculante y previo a la aprobación inicial de la revisión o modificación de un instrumento de planeamiento urbanístico que afecte a la competencia en materia de vivienda.

- Ley 7/2014, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas (BOCANT EXTRAORDINARIO núm. 68, de 30 de diciembre).

Entre las diversas leyes modificadas por esta Ley de Medidas se encuentra la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria.

En concreto, introduce modificaciones en las determinaciones en el suelo urbano no consolidado por la urbanización pero sí por la edificación. En este supuesto el Plan General puede incluir la previsión de viales, espacios libres, dotaciones y suelos de cesión, la estimación económica de la implantación de los servicios y ejecución de las obras de urbanización necesarias y precisar los plazos de ejecución, al menos a título indicativo. La ordenación de estos ámbitos puede llevarse a cabo directamente en el planeamiento general o a través de Estudio de Detalle, que podrá modificar o completar la ordenación que hubiera previsto el PGOU.

A estos efectos también modifica el artículo que regula la figura de los estudios de detalle para añadir la ordenación detallada  de los suelos urbanos no consolidados al establecimiento de alineaciones y rasantes y la ordenación de volúmenes.

Incorpora un nuevo artículo que regula las actuaciones sobre el medio urbano, esto es, las actuaciones dirigidas a la rehabilitación edificatoria, regeneración y renovación urbanas, en los términos de la legislación estatal.

Por último, actualiza las cuantías de las multas por infracciones urbanísticas.

G) LA RIOJA

- Ley 7/2014, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas  para el año 2015 (BOR núm. 161, de 29 de diciembre)

Esta ley modifica el artículo 199 de la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja relativo a la declaración de ruina y considera ruina económica aquella en la que el coste de las obras necesarias sea “superior al límite máximo del deber de conservación”, que se cifra en el 75% del coste de reposición de la construcción o del edificio, y no como hasta antes de la reforma que lo limitaba al 50%. Además, faculta al propietario de la edificación ruinosa para rehabilitar la construcción afecta por la declaración de ruina.

I) COMUNIDAD VALENCIANA

A efectos informativos mencionaré que el DOCV núm. 7440, de 12 de enero publicó el Decreto 1/2015, de 9 de enero, del Consell, por el que se aprobó el Reglamento de Gestión de la Calidad en Obras de Edificación, que tiene por objeto al regulación de la gestión de calidad de obra en los edificios y obras incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, así como el desarrollo de la Ley 3/2004, de 30 de junio, de la Generalitat, de Ordenación y Fomento de la Calidad de la Edificación.

Es de aplicación a todas las obras que se realicen en los edificios cuyo uso principal sea residencial en todas sus formas, administrativo, sanitario, religioso, docente y cultural

K) CASTILLA LA MANCHA

- Ley 8/2014, de 20 de noviembre, por la que se modifica la Ley 2/2010, de 13 de mayo de Comercio de Castilla-La Mancha (DOCM núm. 234, de 3 de diciembre).

En realidad la modificación más importante de esta ley no es tanto la de la Ley de Comercio sino la del Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística.

Respecto de los Planes de Ordenación Municipal, la novedad más destacable es que, a partir de la entrada en vigor de la ley, es que éstos y el planeamiento de desarrollo tiene la obligación de establecer reservas de terrenos para la construcción de vivienda protegida, como mínimo, terrenos necesarios para realizar el 30% de la edificabilidad residencial prevista por la ordenación urbanística en actuaciones de nueva urbanización y el 10% en el suelo urbanizado que deba someterse a actuaciones de reforma o renovación de la urbanización, en correspondencia con la regulación establecida en el artículo 10.1.b) del TRLS 2008. 

También introduce algunos matices en el régimen del suelo rústico. Así, se admite en suelo rústico los usos permitidos por el planeamiento territorial y urbanístico “las edificaciones adscritas al sector primario, tales como almacenes, granjas y en general instalaciones agrícolas, ganaderas, forestales, cinegéticas piscícolas o similares que guarden relación con el destino y naturaleza de la finca”. La nueva regulación ya no prohibe la transformación de productos ni tampoco impone un límite de altura total, como sí hacía la regulación anterior.

Elimina del requisito de previa obtención de la preceptiva calificación urbanística y siempre que la ordenación urbanística y territorial no las prohiba “las edificaciones adscritas al sector primario con una altura total superior a 6 metros”.

La D. T. 4ª de la ley regula la suspensión temporal de la ejecución de los Programas de Actuación Urbanizadora por el plazo de dos años, prorrogables por otros dos años como máximo, cuando “causas justificadas de interés público o la viabilidad económica de la actuación así lo aconsejen”. El acuerdo de suspensión ponderará los eventuales perjuicios que pudieren derivarse para los propietarios o terceros afectados.

También, la D. T. 5ª, haciendo uso de la facultad prevista en la D. T. 2ª de la ley 8/2013, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, suspende durante 4 años la aplicación de las reservas de suelo para vivienda protegida previstas en el artículo 10.1.a) del TRLS para la redacción de Planes de Ordenación Municipal, siempre que cumplan determinadas condiciones.

Finalmente, la D. A. única de la Ley 8/2014 deja sin aplicación en el ámbito territorial de la C. A. de Castilla-La Mancha el Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre, por el que se aprobó el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas.

L) CANARIAS

- Ley 11/2014, de 26 de diciembre, de Armonización y Simplificación en materia de Protección del Territorio y de los Recursos Naturales (BOC núm. 2, de 5 de enero)

Dividida en cuatro títulos, nos referiremos exclusivamente al Título I sobre “medidas de simplificación, fomento de la participación y transparencia en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico” y al Título IV que recoge medidas en materia de disciplina urbanística.

En lo que se refiere al planeamiento territorial y urbanístico, esta Ley aclara cual es el contenido del sistema de planeamiento territorial de Canarias, que está integrado por el planeamiento territorial y medioambiental, que incluye las directrices de ordenación general y sectoriales y el planeamiento insular, y el planeamiento urbanístico de ámbito municipal.

La nueva ley regula de forma exhaustiva los planes insulares de ordenación, sus determinaciones, el procedimiento de elaboración y aprobación y los efectos, cuya competencia de tramitación y aprobación inicial corresponde al cabildo insular y la definitiva al consejo de Gobierno de Canarias, previo informe preceptivo de la comisión de Ordenación del Territorio y Medio Ambiente de Canarias. 

Los planes territoriales de ordenación, que tienen por objeto la ordenación integrada de partes singulares y concretas del territorio, que en virtud de sus características naturales o funcionales, el interés de su ordenación o planificación de sus usos tenga trascendencia insular o supramunicipal, pueden ser parciales o especiales. Estos últimos tienen por objeto la ordenación de infraestructuras, equipamientos etc.… de ámbito insular o comarcal. También se detiene la ley en regular de manera pormenorizada el procedimiento de elaboración de estos instrumentos.

Respecto del plan general de ordenación, la reforma disocia el actual documento único en dos documentos diferenciados, el plan básico de ordenación municipal, que contendrá necesariamente la ordenación estructural del municipio, y la ordenación pormenorizada de oportunidad, que contendrá la ordenación detallada. Las diferencias más importantes entre ambos tipos de plan general se localizan en el procedimiento de elaboración y la aprobación definitiva de cada uno de los instrumentos, autonómica en el primer caso y exclusivamente municipal en el segundo. 

En el caso del plan básico de ordenación municipal, la ley obliga a crear una oficina de redacción del plan y materializar la participación pública con carácter previo a la aprobación inicial. Después de recibida la declaración ambiental, incorporadas las correcciones que correspondan, el pleno municipal procederá a la “aprobación previa” (aprobación inicial) y sometimiento a información pública. Informadas las alegaciones el pleno procederá “a la aprobación de la fase municipal del plan básico municipal” (o aprobación provisional) y en el plazo máximo de 4 meses desde la aprobación municipal, el alcalde debe elevar el expediente completo a la Comisión de Ordenación del Territorio. Si transcurren 6 meses desde la aprobación inicial sin que el pleno acuerdo la aprobación municipal o el desistimiento del procedimiento, el cabildo insular puede aprobarlo por subrogación. La aprobación definitiva corresponde a la Comisión de Ordenación del Territorio.

Por su parte el plan de ordenación pormenorizada se tramita simultánea o sucesivamente al plan básico, siendo obligatorio en los municipios de más de 10.000 habitantes o con igual o superior número de plazas de alojamiento turístico. El plan de ordenación pormenorizada no consta de dos aprobaciones municipales y una autonómica, sino de un sometimiento a información pública y aprobación definitiva por el pleno, previo informe preceptivo de la Comisión de Ordenación del Territorio sobre su adecuación a la legalidad y al plan básico municipal. Tampoco se someterá a evaluación ambiental si se acomoda a las determinaciones establecidas en la evaluación ambiental del plan básico.

La ley introduce un nuevo artículo para regular los equipos redactores de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística, estableciendo un procedimiento de licitación para adjudicar el contrato de servicios al equipo de redacción externo, con arreglo a la legislación básica estatal en materia de contratación del sector público. Excepcionalmente, se admite la actuación de redactores unipersonales. Para facilitar la elaboración de estos instrumentos se creará una sección especial dentro del Registro de Contratistas en el ámbito de la C. A. canaria.

La reforma también afecta de manera sustancial al régimen de los asentamientos rurales y agrícolas, creando la figura de los “sistemas territoriales ambientales”, una figura novedosa en el derecho urbanístico, vinculados a asentamientos rurales en terrenos integrados o contiguos con tales asentamientos. En todo caso, se clasificarán como suelo rústico con valores culturales o naturales. Los propietarios de estos suelos mantendrán la propiedad del suelo adscrito a sistemas territoriales ambientales con la obligación de mantener el sistema tradicional de producción, salvaguardando los terrenos de los procesos de transformación incompatibles con los valores protegidos. La reforma extiende el principio de equidistribución también a los propietarios de suelos configurados como sistemas territoriales.

Distintos son los sistemas generales en asentamientos rurales, para obtener suelos para la implantación de infraestructuras o dotaciones y equipamientos, que son de entrega libre de cargas a la administración actuante.

En concordancia con estas previsiones, la reforma modifica la ley de ordenación del territorio de Canarias para adaptar el régimen de los suelos rústicos.

Finalmente, la Ley 14/2014 canaria incorpora medidas en materia de disciplina urbanística, reintroduce en el procedimiento de restablecimiento de la legalidad urbanística infringida las multas coercitivas y la ejecución subsidiaria con la finalidad de conseguir el restablecimiento de las actuaciones contrarias a la legalidad urbanística. Fomenta la cumplimiento voluntario del restablecimiento sin necesidad de trámite administrativo alguno, la falta de cumplimiento voluntario de restablecer el orden urbanístico infringido en el plazo fijado da lugar, en todo caso, a la incoación de procedimiento sancionador

También aclara determinadas imprecisiones y ausencias en materia de sanciones urbanísticas. En primer lugar, se extiende el concepto de los sujetos responsables de la comisión de una infracción urbanística a todos los sujetos que intervienen en el proceso de la edificación, en los términos previstos por la Ley 38/1999. Se adecuan las cuantías de las multas a la realidad socioeconómica de Canarias, eliminando en la medida de lo posible la discrecionalidad y consiguiendo una mayor seguridad jurídica, al tomar como criterio no solo la gravedad del daño causado y la cuantía de la actuación realizada, sino también la situación económica del infractor, permitiéndose el pago fraccionado de las sanciones.

N) EXTREMADURA

- Ley 11/2014, de 9 de diciembre, de accesibilidad universal de Extremadura (DOE núm. 239, de 12 de diciembre)

Dictada con el objeto de garantizar la accesibilidad a los entornos y la utilización de los bienes y servicios de la sociedad por todas las personas en el ámbito de la C. A., es de aplicación a las actuaciones realizadas en la C. A., por cualquier persona física o jurídica, de carácter público o privado, en los espacios públicos urbanizados y espacios públicos naturales, en la edificación, el transporte, la comunicación, sociedad de la información y medios de comunicación social y los bienes y servicios a disposición del público.

En lo que a este informe interesa nos limitaremos a la accesibilidad en la edificación, espacios públicos urbanizados y espacios públicos naturales, regulados en el título II de la Ley.

Respecto a las condiciones de accesibilidad en la edificación, los edificios y establecimientos de nueva construcción de uso público tanto de titularidad pública, como de titularidad privada, y los de uso privado diferente del residencial vivienda, que se disponga reglamentariamente, así como las zonas comunes de los edificios de uso residencial vivienda, se proyectarán, construirán y mantendrán de modo que se garantice un uso no discriminatorio, independiente y seguro de estos, conforme a los principios rectores de la ley, con el fin de hacer efectiva la igualdad de oportunidades y la accesibilidad universal.

Estos edificios, establecimientos y espacios deberán adecuarse a las condiciones de accesibilidad establecidas, en los plazos que marque la normativa de desarrollo, siempre que sean susceptibles de ajustes razonables, mediante las modificaciones y adaptaciones que sean necesarias y adecuadas y que no impongan una carga desproporcionada.

En caso de ampliación, reforma o cambio de uso, estas condiciones de accesibilidad serán de aplicación tanto en los espacios o elementos a intervenir como a cualquier otro espacio o elemento necesario para garantizar un uso no discriminatorio, independiente y seguro de aquéllos.

Siempre que no sea posible garantizar alguna de las condiciones de accesibilidad establecidas reglamentariamente, se aplicarán justificadamente soluciones alternativas que garanticen el mayor grado de cumplimiento de estas condiciones, que en ningún caso, menoscabarán las condiciones de accesibilidad preexistentes.

En intervenciones en edificios protegidos, tales como bienes de interés cultural o bienes incluidos en los catálogos municipales o planes especiales de protección por razón de su particular valor histórico-artístico, se aplicarán las adaptaciones precisas para garantizar la accesibilidad, sin perjuicio de la necesaria preservación de los valores objeto de protección.

Los planes de autoprotección y los planes de emergencia y evacuación de edificios, establecimientos e instalaciones de uso o concurrencia pública incluirán las determinaciones oportunas para garantizar su adecuación a las necesidades de las personas con movilidad reducida o cualquier otra discapacidad.

En el caso de condiciones de accesibilidad en los espacios públicos urbanizados y los espacios públicos naturales, los espacios públicos urbanizados, de nueva creación, así como sus respectivos equipamientos comunitarios, instalaciones de servicios públicos y mobiliario urbano, también se proyectarán, construirán, utilizarán y mantendrán de modo que se garantice un uso no discriminatorio, independiente y seguro de estos, conforme a los principios rectores de la presente ley.

También deberán adecuarse a las condiciones de accesibilidad establecidas reglamentariamente estos espacios públicos urbanizados existentes, sus elementos y mobiliario urbano, así como los respectivos equipamientos e instalaciones de servicios públicos, mediante las modificaciones y adaptaciones que sean necesarias y adecuadas y que no impongan una carga desproporcionada. Cuando esto no sea posible, se aplicarán justificadamente soluciones alternativas que garanticen el mayor grado de cumplimiento de estas condiciones, compatible con sus condiciones preexistentes, orografía o cualquier otra condición que deba preservarse, sin que menoscaben las condiciones de accesibilidad preexistentes.

Las actuaciones en materia de accesibilidad, que reglamentariamente se determinen, en espacios públicos naturales con valores ambientales, culturales, históricos, arqueológicos, científicos o paisajísticos, objeto de protección por la legislación aplicable, quedarán sujetas a la preservación de dichos valores, de forma que se combine el respeto al medio ambiente con el derecho de todas las personas a disfrutar de la naturaleza.

La ley también incluye medidas de acción positiva en la edificación, espacios públicos urbanizados y espacios públicos naturales, al obligar a que se doten del equipamiento y los necesarios elementos de mobiliario accesibles, así como de los medios humanos de apoyo, según se establezca reglamentariamente.

En los proyectos de viviendas protegidas de nueva construcción se reservará un porcentaje del número total para viviendas accesibles.

Las viviendas protegidas de nueva construcción reservadas a personas con discapacidad deberán adaptarse por sus promotores a las necesidades derivadas de la discapacidad del adquirente o adjudicatario.

Los edificios de uso residencial público, dispondrán de alojamientos accesibles en proporción al número total de alojamientos existentes.

Los planes autonómicos en materia de rehabilitación de vivienda recogerán de forma expresa acciones encaminadas a favorecer la accesibilidad en las viviendas o edificios.

El Título VII de la ley regula las medidas de control y prevé que el cumplimiento de la ley, en todos sus ámbitos de aplicación, será exigible para la aprobación de los proyectos de urbanización y su ejecución, para la concesión de las preceptivas licencias y autorizaciones municipales y para las actividades sujetas al régimen de comunicación previa. Asimismo, considera nulas de pleno derecho todas las concesiones de licencias y autorizaciones municipales, sin tener en cuenta los preceptos de la presente ley.

Sorprende que el artículo 21 obligue a que los colegios profesionales que tengan atribuidas competencias en el visado de los proyectos u otros documentos técnicos necesarios para la obtención de licencias, no lo concedan si los proyectos comportaran alguna infracción contenida en la ley, por cuanto el artículo 13.2 de la Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre colegios profesionales, introducido por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, dispone que el objeto del visado es comprobar, al menos la identidad y habilitación profesional del autor del trabajo y la corrección e integridad formal de la documentación del trabajo profesional de acuerdo con la normativa aplicable al trabajo del que se trate. En todo caso, el visado expresará claramente cuál es su objeto. En ningún caso comprende “el control técnico de los elementos facultativos del trabajo profesional”.

Establece un régimen sancionador con multas de 301 a 6.000 euros en las infracciones leves, de 6.001 a 60.000 euros en las graves y hasta 300.000 euros en las muy graves.

La D. A. 5ª obliga a las administraciones competentes en materia de urbanismo a considerar, y en su caso incluir, la previsión de acciones en materia de accesibilidad, en los instrumentos de ordenación urbanística que formulen o aprueben. El plan general incorporará las determinaciones oportunas para posibilitar aquellas actuaciones que resulten indispensables para asegurar la accesibilidad, como la instalación de ascensores u otro elemento que facilite la accesibilidad, según la legislación sectorial aplicable en edificios preexistentes, teniendo en cuenta las condiciones que establece la legislación urbanística.

La D. T. 3ª obliga a la adaptación del planeamiento urbanístico que disponga de aprobación definitiva a la entrada en vigor de la ley, a las determinaciones y criterios básicos de la ley, en la primera revisión del mismo, sin que el plazo exceda de 5 años en  los municipios de población de derecho superior a los 10.000 habitantes. Añade que las disposiciones reglamentarias de desarrollo de la ley serán de aplicación al planeamiento urbanístico y a los instrumentos de ejecución que se aprueben inicialmente con posterioridad a los seis primeros meses desde la entrada en vigor de la normativa de desarrollo de la presente ley. En el caso de actuaciones excluidas del cumplimiento, que deban desarrollarse mediante instrumentos de planeamiento sucesivos, éstos deberán adaptarse a la norma que desarrolle esta ley en todas las condiciones que sean compatibles con los planes y proyectos previamente aprobados.

Lo dispuesto en la ley ese aplicable tanto en la presentación de comunicación previa como en el otorgamiento de toda clase de autorizaciones, concesiones y licencias presentadas o solicitadas con posterioridad a la fecha de la entrada en vigor de su normativa de desarrollo.

O) ISLAS BALEARES

- Ley 12/2014, de 16 de diciembre, agraria de las Illes Balears (BOIB núm. 175, de 22 de diciembre).

En lo que al urbanismo afecta nos referiremos únicamente al título V de la ley que regula los usos agrarios, entendiendo por tales los relacionados con el destino o la naturaleza de las fincas cuando se vinculen a la actividad agraria y complementaria regulada en esta ley; todo ello a los efectos de la legislación autonómica de las Islas Baleares y de los instrumentos de ordenación económica, territorial, urbanística, medioambiental y otros, de competencia autonómica, insular o local.

Permite que las actividades agrarias y complementarias pueden comportar o no la ejecución de edificaciones, construcciones, instalaciones, infraestructuras y dotaciones de servicio que estén vinculados; y en el caso del uso de la vivienda éste queda sometido al régimen jurídico previsto en la normativa territorial y urbanística que le sea aplicable.

Impone a los instrumentos de ordenación económica, territorial, urbanística, medioambiental y de cualquier otra clase, cuando planifiquen y ordenen las actividades agrarias y complementarias, la obligación de ajustarse a las previsiones y definiciones contenidas en esta ley y en la Ley de modernización de las explotaciones agrarias. También deberán tener en cuenta las directrices y criterios de ordenación previstos en la ley, entre otros, el de fomentar la reutilización, la recuperación y la mejora de las edificaciones, construcciones e instalaciones existentes, vinculadas a una explotación agraria.

El uso agrario se considera un uso admitido en el suelo rústico y así debe reconocerse en los instrumentos de ordenación territorial, urbanística y medioambiental. Independientemente de la calificación del suelo donde se lleve a cabo la actividad agraria, no está sujeta a la declaración de interés general prevista en la legislación urbanística.

También se consideran admitidos los usos relacionados con las actividades de venta directa y de transformación de los productos de la explotación, tanto de la actividad agraria como complementaria, dentro de una explotación agraria, en cualquier tipo de suelo. Igualmente, las infraestructuras y dotaciones de servicio vinculadas a una explotación agraria, sea cual sea la calificación del suelo, tienen la consideración de uso admitido.

En orden al régimen de las edificaciones, construcciones e instalaciones vinculadas a la actividad agraria y complementaria, sean o no de nueva planta, solo son admisibles previa licencia urbanística preceptiva o presentado la comunicación previa, de acuerdo con lo previsto en la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de ordenación y uso del suelo.

Previo a la concesión de la licencia, el ayuntamiento solicitará la emisión del informe de la administración competente en materia agraria, que será favorable cuando las actuaciones objeto de la licencia impliquen edificaciones, construcciones o instalaciones de nueva planta, cambio de uso de las edificaciones o las construcciones e instalaciones existentes o ampliación de las existentes.

La ley impone determinadas condiciones al planeamiento urbanístico. En concreto, debe:

· ordenar los usos en el suelo rústico facilitando la implantación de cualquier tipo de actividad agraria y complementaria, 

· dar prioridad a la utilización de edificaciones existentes frente a la construcción de edificaciones de nueva planta, sin perjuicio de las adaptaciones que se deban hacer para garantizar su funcionalidad, 

· permitir las obras de reforma, incluidas las ampliaciones de las edificaciones existentes, aunque estén en la situación legal de ruina o la reutilización haga aconsejable la reconstrucción integral del edificio, a efectos de implantar un uso admitido.

· fijar, para los casos de edificaciones, construcciones o instalaciones que se ubiquen en el ámbito de un espacio protegido al amparo de la legislación territorial y urbanística, las medidas protectoras, correctoras y compensatorias necesarias que debe tomar el promotor de la actuación a fin de evitar, prevenir o minimizar los posibles efectos negativos sobre el valor específicamente protegido.

En lo relativo a los parámetros y condiciones de las edificaciones, las construcciones y las instalaciones remite al título IV de la Ley 6/1997, de 8 de julio, del suelo rústico de las Islas Baleares, sin perjuicio de que en caso de que la edificación, la construcción o la instalación se ubique en el ámbito de un espacio protegido al amparo de la legislación ambiental o en un área de prevención de riesgos, la administración ambiental fije las medidas protectoras, correctoras y compensatorias necesarias para evitar, prevenir o minimizar los posibles efectos negativos sobre el valor específicamente protegido.

Entre otras condiciones exige una parcela mínima de 14.000 m2 para soportar las edificaciones de nueva planta, si bien esta condición no se aplicará a las actuaciones en explotaciones agrarias prioritarias, a las infraestructuras de riego, a los invernaderos, a las edificaciones o a las construcciones para actividades de venta directa o transformación agraria.

La administración pública competente en materia agraria, por las características de la actividad de que se trate o por cualquier otra circunstancia debidamente acreditada en el expediente, podrá exonerar, total o parcialmente, del cumplimiento de las condiciones que establezca el planeamiento urbanístico o las determinadas en el título IV de la Ley 6/1997, de 8 de julio, del suelo rústico de las Islas Baleares, relativo a las edificaciones, las construcciones y las instalaciones, exoneración que legitimará al ayuntamiento para otorgar la correspondiente licencia urbanística.

No computan a efectos de ocupación las superficies no cubiertas, pavimentadas o no, de corrales y patios de descanso y ejercicio del ganado, las pistas de entrenamiento y los picaderos para equinos, los estercoleros, las salas de espera para el ordeño, los silos, los estanques ni cualquier otra superficie análoga a las anteriores.

En el caso de edificaciones existentes y cambios de uso en explotaciones agrarias, la ley impone al planeamiento urbanístico el deber de facilitar la rehabilitación, la restauración, la reconstrucción, la reforma, la ampliación y el mantenimiento de las edificaciones, las construcciones y las instalaciones existentes en las explotaciones agrarias, y también el cambio de uso a agrario o complementario, siempre que el cambio sucesivo no implique la inviabilidad de la actividad agraria principal ni haga necesaria la construcción de edificaciones nuevas.

Asimismo, la ley permite que el ayuntamiento autorice la reubicación de las explotaciones agrarias en otra fina, con la misma superficie construida y sin cumplir el requisito de parcela mínima, cuando debido al crecimiento urbano produzcan o puedan producir molestias o incomodidades a la población.

En orden al régimen de infracciones , la ley establece las infracciones en función de aquello a lo que afecten. En relación con los usos agrarios, considera infracciones administrativas la falta de vinculación del edificio, la construcción o la instalación a la actividad agraria y complementaria y el incumplimiento de las medidas protectoras, correctoras y compensatorias fijadas en el informe de la administración pública competente en materia ambiental, cuando el edificio, la construcción o la instalación se realicen en un espacio protegido al amparo de la legislación territorial y urbanística.

En el primer caso se calificarán como muy graves.

Finalmente, hay que hacer mención a la D. A. 1ª, que regula la legalidad urbanística de las edificaciones, las construcciones y las instalaciones construidas con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 1/1991, de 30 de enero, de régimen urbanístico de las áreas de especial protección de las Islas Baleares. Éstas se considerarán incorporadas a la ordenación con todos los derechos y deberes inherentes a las obras ejecutadas con licencia, independientemente de la calificación del suelo, y sin perjuicio del cumplimiento de la legislación reguladora del dominio público marítimo-terrestre. Todo ello siempre que a la entrada en vigor de la Ley no proceda la adopción de medidas de protección de la legalidad urbanística derivadas de resoluciones judiciales.

La D. A. 2ª dispone que las previsiones de esta ley agraria son directamente aplicables hasta que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística se adapten a la misma y deja sin efecto cualquier norma que exija la declaración de interés general para la implantación de actividades agrarias y complementarias de acuerdo con lo que fija esta ley.

También se ha dictado en este periodo el Decreto 50/2014, de 5 de diciembre, regulador del registro autonómico de actividades y del registro de acreditación del personal de los servicios de admisión y control de ambiente interno de los espectáculos públicos y actividades recreativas (BOIB núm. 167, de 6 de diciembre).

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

En este informe recojo una sentencia del Tribunal Constitucional que analiza diversos preceptos de la Ley 8/2007, de Suelo, que puede tener incidencia en la normativa autonómica por cuanto declara inconstitucionales y nulos el inciso “hasta un máximo del doble” del art. 22.1 a), párrafo tercero, de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo y del art. 23.1 a), párrafo tercero, del texto refundido de la Ley de suelo, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2008, de 20 de junio.

También he incluido dos sentencias del Tribunal Supremo que analizan la competencia profesional para la redacción de estudios de detalle y, por extensión, de los instrumentos de planeamiento, así como para la certificación de la inspección técnica de edificios. Asimismo, se incluyen otras sentencias que analizan la expropiación de los bienes catalogados y la catalogación de bienes con el único objeto de calificar éstos como equipamiento público.

Del Tribunal Superiores de Justicia de Aragón he mencionado la que estudia el contenido de la O. M. de Medios de intervención en la actividad urbanística del Ayuntamiento de Zaragoza y aquella que distingue el procedimiento de restablecimiento de la legalidad urbanística regulado en la LUA y el procedimiento de restablecimiento de la legalidad en materia de vivienda protegida.

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Sentencia 141/2014, de 11 de septiembre, que resuelve los recursos de inconstitucionalidad interpuestos por el Consejo de Gobierno de Madrid, el Consejo de Gobierno de La Rioja, más de 50 diputados del grupo parlamentario popular del Congreso y el Gobierno de Canarias en relación con diversos preceptos de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo. (BOE núm. 243, de 7 de octubre).

El TC, en primer lugar, después de exponer las modificaciones que ha sufrido la Ley 8/2007 y el Real Decreto Legislativo 2/2008, analiza si la incidencia de las modificaciones ha supuesto la eventual pérdida del objeto de algunos de los artículos recurridos. Concluye que han perdido objeto, de forma plena, la impugnación de la DT 2ª y, de forma parcial, las impugnaciones relativas a los artículos 6.a) y 8.1, por su conexión con las impugnaciones de los artículos 9.3, 25.3 y 26.1 del TRLS 2/2008.

En segundo lugar, analiza el alcance de los títulos competenciales controvertidos con un amplio análisis de la doctrina sobre garantía de la igualdad de todos los ciudadanos, tanto positiva como negativa, la ordenación general de la economía, las bases del régimen jurídico de las administraciones públicas y el procedimiento administrativo común, así como la legislación básica en materia de medio ambiente y la incidencia de todas estas competencias estatales a la hora de entender la competencia autonómica exclusiva en materia de ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.

Sentados esos límites, procede a partir del fundamento jurídico 6º a examinar la constitucionalidad de los artículos recurridos. En concreto, declara la constitucionalidad de casi todos los artículos recurridos. Así,

· art. 1, sobre condiciones básicas que garantiza la igualdad. (FJ 6º A)

· art. 2, relativo al principio sobre desarrollo sostenible. (FJ 6º B)

· art. 3, sobre la no transacción de la función pública de ordenación territorial y urbanística. (FJ 6º C)

· art. 4.f), relativo a la acción pública (FJ 7º A)

· art. 6 a) y b) que regula el contenido de la legislación sobre ordenación del territorio y urbanismo, que se centra en el estudio de la constitucionalidad de la regulación de la ejecución de la urbanización como función pública y la regulación del derecho de consulta. (FJ 7º B)

· art. 8, sobre las facultades que incluye el derecho de propiedad. (FJ 7º C)

· art. 10.b) y la DT 1ª, que en lo que a los derechos en materia de urbanismo de las AA.PP, recoge la obligación de reservar suelo para vivienda protegida. (FJ 8º A)

· art. 11, que regula el procedimiento de aprobación de los instrumentos de planeamiento y fue impugnado en lo que al resumen ejecutivo se refiere así como a la indemnización por incumplimiento de resolver dentro del plazo máximo establecido para ello. (FJ 8º B)

· art. 14 y DT 2ª sobre las actuaciones de transformación urbanística. (FJ 8º C)

· art. 15 y DT 4ª sobre la evaluación y seguimiento de la sostenibilidad del desarrollo urbano. (FJ 8º D)

· art. 16.1.b) que establece la obligación de ceder a la Administración competente, con destino al patrimonio público de suelo, suelo libres de cargas de urbanización correspondiente a un porcentaje de la edificabilidad media ponderada de la actuación. (FJ 8º E)

· art. 18.1 sobre los efectos de la aprobación de los instrumentos reparcelatorios. (FJ 8º F)

· art. 25.2, sobre valoración de las actuaciones de urbanización en proporción al grado de ejecución alcanzado. (FJ 9º C)

· art. 29.1.c) (actual art. 34 TRLS) sobre los supuestos de reversión y la retasación. (FJ 10º)

· arts. 33 y 34 (actuales arts. 38 y 39 TRLS) sobre patrimonios públicos de suelo. (FJ 11º

Nos centraremos en el fundamento jurídico noveno, que analiza los artículos 22 de la Ley 8/2007 y 22 y 23 del TRLS 2008, así como la D.T. 3ª, por su conexión con el artículo 22, y declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso “hasta un máximo del doble” del art. 22.1.a), párrafo tercero de la Ley 8/2007 y el art. 23.1.a), párrafo tercero, del TRLS 2/2008. Este artículo 22 es el que motivo, igualmente, los dos votos particulares a la sentencia.

El artículo 22 TRLS, sobre criterios generales para la valoración de inmuebles, fue impugnado por la Comunidad de Madrid, fundado su recurso en que el cambio de criterios de valoración podría afectar a las inversiones y a la planificación económica de ciudadanos y empresarios que, en el ejercicio de la libertad de empresa, han adoptado decisiones empresariales en un marco jurídico presumiblemente estable. El TC rechaza esta argumentación y considera que los ciudadanos, y también los empresarios, no tienen derecho al mantenimiento de un determinado régimen jurídico porque daría lugar a la petrificación del ordenamiento jurídico. No se infringe el principio de seguridad jurídica porque el legislador introduzca modificaciones en el ordenamiento jurídico.

En cuanto al art. 22
 Ley 8/2007 y el correlativo art. 23 TRLS 2008 sobre valoración en el suelo rural, así como la D. T. 3ª, el TC descarta que la regulación del derecho de propiedad vulnere el principio de reserva de ley consagrado en el artículo 53.1 CE, puesto que el art. 33.2 CE flexibiliza la reserva de ley en lo que concierne a la delimitación del contenido de la propiedad privada en virtud de su función social, que debe regularse por ley pero también por la Administración “de acuerdo con las leyes” cuando éstas recaben la colaboración reglamentaria de aquélla. El principio de reserva de ley prohibe la deslegalización de la materia pero no la remisión del legislador a la colaboración del poder normativo de la Administración para completar la regulación legal y lograr la plena efectividad de sus mandatos.

Cuando el TC estudia la constitucionalidad del artículo 23 TRLS, se centra en el párrafo tercero del art. 23.1.a) que dice “el valor del suelo así obtenido podrá ser corregido al alza hasta un máximo del doble en función de factores objetivos de localización, como la accesibilidad a núcleos de población o a centros de actividad económica o la ubicación en entornos de singular valor ambiental o paisajístico, cuya aplicación y ponderación habrá de ser justificada en el correspondiente expediente de valoración, todo ello en los términos que reglamentariamente se establezcan”

Sobre este particular, el TC reconoce que la CE no exige que la indemnización correspondiente por la privación de bienes y derechos sea equivalente al valor de mercado de éstos, como tampoco deriva de la CE que el método de valoración del suelo atienda necesariamente al contenido del plan y, más concretamente, a la clasificación que éste prevea para el terreno. Este criterio, que podría considerarse preferible, centraría la controversia no en el terreno de la constitucionalidad sino en el de la oportunidad política. 

Continúa diciendo el TC que “el art. 23 se separa de la búsqueda de un método de valoración que se aproxime al valor de mercado, porque, …, en el mercado se producen fallos y tensiones especulativas. El legislador estatal pretende así enunciar unos criterios que permitan determinar el valor real u «objetivo» del bien; es decir, un valor que no incluya las expectativas urbanísticas generadas por la acción de los poderes públicos. De ahí, que el precepto desvincule efectivamente la valoración del suelo de su clasificación, atendiendo como criterio central al de la situación fáctica o real del terreno”, para acabar reconociendo que la opción del legislador de desligar de desligar definitivamente la valoración de la clasificación del suelo, persigue paliar la especulación y lograr que la valoración se lleve a cabo conforme a “lo que hay” y no a lo que “dice el plan que puede llegar a haber en un futuro incierto”, razón por la cual la ley distingue dos situaciones: la de suelo rural, que es aquel que no está funcionalmente integrado en la trama urbana, y la de suelo urbanizado, que es el que ha sido efectiva y adecuadamente transformado por la urbanización. 

Reconociendo el amplio margen de discrecionalidad del legislador a la hora de configurar los distintos estatutos del derecho de propiedad, concluye que “el ius aedificandi no forma parte integrante del contenido inicial del derecho, sino que se va adquiriendo en función del cumplimiento de los correlativos deberes urbanísticos” y “sólo se integra en la valoración del suelo cuando está ya patrimonializado, esto es, en el suelo urbanizado, mientras que, en el suelo rural, la indemnización de la simple expectativa urbanística se condiciona a la concurrencia de determinadas circunstancias establecidas en la Ley”. Por esta razón, a la hora de valorar el suelo rural se abandona el método de comparación por el de la capitalización de rentas, sin perjuicio de que, sin considerar las expectativas urbanísticas, la localización influya en el valor del suelo, siendo la renta de posición un factor relevante en la formación tradicional del precio de la tierra, por lo que se introducen mecanismos de corrección de la valoración inicial que responde únicamente a la capitalización de rentas.

Sobre estos factores que modulan la valoración inicial, el TC dice que “el art. 23.1 prevé un máximo o límite a la corrección de la valoración del suelo, que incorpora un tope máximo fijo que no se halla justificado, que puede resultar inadecuado para obtener en esos casos una valoración del bien ajustada a su valor real y que, en consecuencia, puede impedir una determinación de la indemnización acorde con la idea del proporcional equilibrio, razones por las cuales el inciso «hasta el máximo del doble» del párrafo tercero del art. 23.1 a) ha de reputarse contrario al art. 33.3 CE” y, por lo tanto, inconstitucional.

A modo de conclusión, y en palabras del arquitecto urbanista Gerardo Roger Fernández “…, la sentencia del alto Tribunal viene a liberar al urbanismo español de la paralizadora inseguridad jurídica que siempre genera la incertidumbre derivada de un recurso de inconstitucionalidad y más aún en una etapa de fuerte inseguridad económica como es la actual. Así, ya se podrán aplicar con razonable seguridad, los innovadores instrumentos y disposiciones que ofrece la Ley del 2007-2008 y comenzar la recuperación de la actividad urbanística y económica, tan necesaria e imprescindible para la generación de empleo y para la mejora de la ciudad preexistente”. 

2.- TRIBUNAL SUPREMO

- Sentencia de 1 de octubre de 2014, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que estima un recurso de casación contra una sentencia del TSJ de Galicia que desestimó un recurso contencioso-administrativo contra la aprobación definitiva de unas normas subsidiarias de planeamiento de Rianxo, relativas a la inclusión como sistema general público varias casas de ilustres rianxeiros catalogadas como BIC. (ROJ 3969/2014).

La modificación de las normas subsidiarias del municipio gallego tenían como único objetivo dotar a tres parcelas de suelo urbano del centro histórico de Rianxo de una zonificación que permitiera usos tales como oficinas, salas de reunión, etc.… prohibidos en la calificación de edificación cerrada en zona antigua, fundado en el hecho de que se trataba de casas de personajes ilustres catalogadas como Bien de Interés Cultural. A tal efectos incluía las 3 parcelas en el sistema general de equipamientos públicos.

La sentencia de instancia no consideró que esta modificación respondiera a los requisitos de una revisión del planeamiento general por cuanto “no responde en absoluto a la elección de un modelo territorial distinto, a la aparición de circunstancias sobrevenidas de orden económico o demográfico que incidan sustancialmente sobre la ordenación, o al agotamiento global de la ordenación”. 

La sentencia del TS estima parcialmente el recurso de casación porque entiende que la de instancia incurrió en incongruencia omisiva al no haber examinado la cuestión relativa a la ilegalidad de que supuso el hecho de que la modificación del planeamiento general del municipio hubiera permitido que edificaciones, no pertenecientes a la Administración, constituyan un sistema general municipal de equipamientos públicos. Por esta razón remite al TSJ para de dicte una nueva sentencia en la que “habrá de resolver con absoluta libertad de criterio todas las cuestiones o motivos de impugnación”. Pese a ello, discrepa del parecer del TSJ acerca de que la declaración firme como BIC, con la categoría de sitio histórico, de la casa familiar de esas tres personas ilustres constituya suficiente justificación para incluirla como sistema general de equipamientos públicos, pues el hecho de que merezca tal catalogación no es razón, por sí sola, para modificar las NN SS de planeamiento, cuya finalidad expresa es cambiar la calificación de esas parcelas de suelo urbano residencial a sistema general de equipamientos públicos. Considera, atendiendo a un sentencia de 18 de septiembre de 2014, que “es necesario e imprescindible explicar la razón por la que el interés general requiere o exige que, para satisfacer, según la propia Orden impugnada de 14 de noviembre de 2008, las necesidades colectivas dentro de los planes de investigación cultural, sean precisamente, esos edificios, de propiedad privada (al menos el que ahora nos ocupa), y no otros inmuebles o terrenos los que deban calificarse como sistema general de equipamientos públicos”.

- Sentencia de 14 de noviembre de 2014, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que estima un recurso de casación contra una sentencia del TSJ de Castilla y León que desestimó un recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo municipal que denegó la competencia profesional a un ingeniero técnico industrial para la redacción de un estudio de detalle. (ROJ 4761/2014).

La sentencia de instancia, pese a afirmar la prevalencia del principio de libertad de acceso con idoneidad sobre el de exclusividad y monopolio competencial (recurriendo a la propia jurisprudencia del TS) y después de examinar las competencias que atribuye a los ingenieros técnicos la Ley 12/1986, desestimó el recurso contencioso-administrativo fundado en 5 argumentos:

- Supuesto que lo que se pretendía era la aprobación de un instrumento de ordenación urbanística(estudio de detalle), el TSJ dice que la Ley 12/1986 no indica ninguna competencia en la que “remotamente pueda entenderse que abarca o comprende la elaboración de instrumentos que la Ley contempla para la ordenación del suelo y el establecimiento de las condiciones para su transformación o conservación”. No hay que olvidar que el objeto del estudio de detalle era la alteración de la altura de unas naves industriales para dar cabida a unas cámaras frigoríficas de mayores dimensiones.

- Que no se trata de un proyecto de construcción o reforma de edificaciones o instalaciones industriales sino de modificar las determinaciones de ordenación detallada del suelo urbano.

- Que la recurrente hace un planteamiento horizontal del problema y no vertical, esto es, no se trata de tanto de que los ingenieros industriales no puedan suscribir un instrumento de planeamiento sino si pueden hacerlo los ingenieros técnicos.

- Que la doctrina contraria a la exclusividad profesional no conlleva que todos los profesionales puedan intervenir en todo tipo de actividades, sino que tiene que guardar relación con la profesión de la persona concreta, circunstancia ésta que no se ha acreditado para el ingeniero técnico cuestionado.

En definitiva, la sentencia de instancia considera que la jurisprudencia invocada por los recurrentes no es aplicable al presente caso porque aborda el planteamiento horizontal del problema, mientras que el conflicto se suscita en relación con lo que la jurisprudencia denomina “planteamiento vertical”.

El TS considera ya superada la jurisprudencia que distinguía las categorías de técnicos superiores y de grado medio “al ostentar todos una titulación universitaria superior” y concluye que “… no resulta ajustada a la interpretación que dicha jurisprudencia ha realizado de los artículos 1 y 2 de la Ley 12/1986, de 1 de abril, reguladora de las atribuciones profesionales de los arquitectos técnicos e ingenieros técnicos”, y ello porque “.. se ha acreditado que el Estudio de Detalle no tenía otra finalidad que aumentar la altura de las edificaciones para que el proceso productivo de la industria instalada en las mismas, sin generar aumento de la edificabilidad asignada a las parcelas objeto de la modificación ni del resto de los parámetros aplicables a dichas parcelas objeto del proyecto presentado, razones todas por las que el único motivo de casación invocado debe ser estimado”.

- Sentencia de 9 de diciembre de 2014 de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que declara no haber lugar al recurso de casación contra una sentencia del TSJ de Castilla León, que desestimó un recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la aprobación definitiva de la Ordenanza Municipal para la aplicación de la Inspección Técnica de Edificios. (ROJ 5292/2014).

La Ordenanza para la Inspección Técnica de Edificios de Segovia fue recurrida en lo contencioso administrativo por los Colegios Oficiales de Ingenieros Industriales de Madrid y de Peritos e Ingenieros Técnicos Industriales de Segovia, en concreto, los artículos 8.2 y 9.3. El recurso contencioso-administrativo fue desestimado por el TSJ de Castilla León.

El recurso de casación tiene como único motivo el artículo 8.2 de la ordenanza que, después de imponer la obligación de que la ITE se lleve a cabo por técnicos competentes, considera que “se corresponderá con las profesiones autorizadas para la intervención en obras de edificación, atendiendo a sus características de uso y tipología”. Los recurrentes considera no ajustada a derecho que la O. M: se remita a la Ley de Ordenación de la Edificación a los efectos de determinar cual sea el técnico competente para realizar la Inspección, siendo así que, según su criterio, dicha Ley tendría el objeto específico de la edificación y por eso no se referiría a la Inspección Técnica, la cual encontraría su cobertura en la Ley de Urbanismo de Castilla y León y su Reglamento, que en su artículo 317 no se remite a la mencionada Ley de Ordenación de la Edificación.

La sentencia de instancia desestima el recurso contencioso-administrativo remitiéndose a otra de la misma sala de 4 de junio de 2010, relativa a la competencia para la redacción de proyectos de obras.

El recurso de casación considera que existe infracción de los artículos 1 a 3 del Decreto de 18 de septiembre de 1935, de Atribuciones Profesionales del Título de Ingeniero Industrial y de los artículos 1 y 2 de la Ley 12/86, de 1 de abril, de Atribuciones Profesionales de los Arquitectos e Ingenieros Técnicos, que atribuye a los ingenieros industriales “aptitud para verificar e inspeccionar las instalaciones propia de la técnica propia de cada titulación, muchas de ellas obviamente atribuibles a la de los Ingenieros, como sería el caso de las de calefacción, refrigeración, ventilación, saneamiento, iluminación, energía eléctrica, telecomunicaciones y saneamiento, íntimamente relacionadas con la idea de la Inspección Técnica como medio para asegurar la estabilidad, seguridad, estanqueidad y consolidación estructural del edificio”.

Para dar respuesta, el TS acude al objeto de la ordenanza, esto es, “(...), el deber de conservación y rehabilitación se refiere al mantenimiento, en las adecuadas condiciones de seguridad (estabilidad y consolidación estructurales y riesgo de desprendimientos, movimientos u otros problemas relativos a los elementos de la edificación), utilización (estanqueidad, salubridad, habitabilidad, adecuación de uso, etc.) y ornato público, de las construcciones o edificaciones en su conjunto en los términos establecidos en la normativa urbanística, así como a la ejecución de las obras o trabajos necesarios para dicho mantenimiento”, con las condiciones definidas por el artículo 3 de la misma.

El TS considera que estas condiciones no son sino los llamados "requisitos básicos de la edificación" regulados en el art. 3 LOE, en garantizar de cuyo cumplimiento permite la intervención a quienes "estén en posesión de la titulación académica y profesional habilitante de arquitecto, arquitecto técnico, ingeniero o ingeniero técnico, según corresponda" (arts. 10.2.a y 12.3.a). Sin perjuicio de que puedan redactar proyectos parciales del proyecto, o partes que le complementen, otros técnicos, de forma coordinada con el director de éste (art. 10.1) y puedan dirigir las obras de los proyectos parciales otros técnicos bajo la coordinación del director de obras (art. 12.2), la LOE distribuye las competencias entre aquellas profesionales según los diversos objetos de la construcción a edificar.

La Ordenanza se limita a hacer una remisión a la LOE.

El TS considera que solo en el caso de que la ordenanza hubiera introducido un precepto que distinguiera entre la actividad de edificación y la de conservación facultaría para estimar el recurso, pero ese precepto no existe.

Asimismo, analiza las atribuciones que confieren a ingenieros industriales e ingenieros técnicos el Decreto de 18 de septiembre de 1935 y la Ley 12/86, por la que se regulan las atribuciones profesionales de los Arquitectos Técnicos e Ingenieros Técnicos Industriales, respectivamente; matizando, no obstante, que estas atribuciones vienen condicionadas por el contenido propio de cada titulación o, como dice la Ley 12/1986 "por su naturaleza y características a la técnica propia de cada titulación" o como dice el Decreto de 1935 “que se trate de instalaciones o explotaciones comprendidas en las ramas de la técnica industrial Química, Mecánica y Eléctrica y de Economía Industrial".

Concluye el Supremo diciendo que “… la Ordenanza no limita las competencias propias de los Ingenieros ni contradice las capacidades genéricas y específicas de proyectar e informar que sus particulares regulaciones les atribuyen sino que simplemente asume la lógica eficacia de la Ley de Ordenación de la Edificación a la hora de determinar los ámbitos de actuación de los Arquitectos y los Ingenieros en la Inspección Técnica, cuya íntima relación con la actividad de la construcción, en cuanto implica un examen e informe sobre su estado, resulta innegable”.

También desestima la vulneración del art. 2 de la LOE, porque, aun reconociendo ser sustancialmente correcta la argumentación de los recurrentes cuando afirman que el ámbito de aplicación de ésta es el "proceso de la edificación, entendiendo por tal la acción y el resultado de construir un edificio de carácter permanente ..." y que solamente se refiere al proyecto y dirección de obra, no así a la inspección, que no actúa sobre el edificio, es ”la evidente e íntima relación entre los conocimientos precisos para proyectar y dirigir la construcción de edificio o algunos de los elementos integrados en los mismos y los adecuados para informar sobre su estado de conservación lo que justifica -repetimos- la racionalidad jurídica de la norma puesta en entredicho”.

Por estas razones declara no haber lugar al recurso de casación.

- Sentencia de 12 de diciembre de 2014, de la Sala Tercera del Tribunal Supremo que estima el recurso de casación interpuesto contra una sentencia del TSJ de Andalucía que desestimó un recurso contencioso-administrativo contra el decreto que declara de interés social a efectos de expropiación forzosa, la adquisición de unos terrenos afectados por la inscripción en el Catálogo del Patrimonio Histórico Andaluz del BIC- Zona arqueológica, denominado Madinat Al-Zahra. (ROJ 53494).

La sentencia de instancia desestima el recurso interpuesto por unos particulares contra el Decreto andaluz de 23 de septiembre de 2008 que declara, a efectos de expropiación forzosa, el interés social de algunos terrenos afectados por la zona de protección del BIC Madinat al Zahra, inscrito en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz, limitando la declaración a las parcela no edificadas incluidas dentro del perímetro de 3 parcelaciones ilegales.

Los actores impugnan el decreto porque discuten la concreta justificación del interés social en relación con las 3 parcelas de su propiedad.

El TS reconoce que la sentencia de instancia incurre en incongruencia omisiva porque no resolvió las cuestiones que fueron planteadas en la demanda, desestimando la pretensión sin recoger la sentencia ninguno de los fundamentos impugnatorios del Decreto vertidos en la demanda. Solo por esa razón, por estar la sentencia totalmente desconectada con el “petitum”, lleva a estimar el recurso de casación y anular la sentencia de instancia.

Pero el Supremo no se limita a esto. También entra en el fondo del asunto al estimar el recurso contencioso-administrativo y anular el Decreto de 2008

En orden a acreditar la ausencia de justificación del interés social en relación con las parcelas objeto del recurso, el TS se refiere al preámbulo del decreto al justificar que se trata "… de ámbitos recogidos por la normativa del Plan especial de Protección como Parcelaciones Urbanísticas ilegales No Reconducibles e incompatibles con los valores protegidos por dicho instrumento.." , y cuya situación "… requiere una actuación que se incardina plenamente el los supuestos previstos en el ... art. 18.2 de la Ley del Patrimonio Histórico de Andalucía".
Tanto en el expediente administrativo como en los planos adjuntos al decreto se pone de manifiesto que las parcelas afectadas por la declaración de interés social están dispersas entre sí, diseminadas dentro de la zona de protección del BIC, no son colindantes y se encuentran entre numerosas parcelas para las que el decreto no prevé intervención alguna. Por estas razones “…, parece evidente que esa declaración de interés social exigía una concreta explicitación de los usos incompatibles con la protección de la que goza el BIC, incluido en el Catálogo General del Patrimonio Histórico Andaluz que se desarrollaba en cada una de las parcelas concernidas por dicha declaración, imprescindible para legitimar la intervención expropiatoria sobre las mismas y de las que, reiteramos, se predica el interés social a efectos de una ulterior expropiación”.

Añade además que el hecho de que formen parte de urbanizaciones ilegales, no legalizables, reflejadas como tales, tanto en el PGOU de Córdoba en la categoría de suelo no urbanizable de especial protección, en cuanto forma parte del Patrimonio Histórico Artístico, como en el Plan Especial de Protección de la Sierra de Córdoba, “… no constituye "per se", sin ninguna otra circunstancia concreta añadida (existencia de yacimientos, necesidad de acometer actuaciones en las parcelas para la conservación o recreación del entorno del Conjunto Arqueológico, especificación de los usos incompatibles que se están realizando en las parcelas concernidas , deterioro del entorno, perjuicios visuales....) motivo bastante para declarar el interés social como paso previo para su expropiación”.
La situación urbanística de estas parcelas, …, lo único que implica es la imposibilidad de su edificación, y su inhabilitación para cualquier actividad distinta de las recogidas en el antecitado art. 14 del Plan Especial de Protección de la Sierra de Córdoba (que, en todo caso, exigen autorización), y ello sin perjuicio de que dedicadas a usos incompatibles -que han de ser concretados y acreditados- quepa la declaración de interés social a efectos de su expropiación ( art. 18.2 de la Ley 14/07,del Patrimonio Histórico de Andalucía)”.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

J) ARAGÓN

- Sentencia nº 467/2014, de 3 de octubre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJA, que desestima los recursos contencioso-administrativos acumulados interpuestos por varios propietarios de VPO contra sendos acuerdos del Gobierno de Aragón que desestimaron recursos de alzada interpuestos contra la resolución del Director General de Vivienda y Rehabilitación relativo a medidas de protección de la legalidad e imposición de multas coercitivas.

El objeto del recurso son sendas resoluciones por la que se impusieron medidas de protección de la legalidad por haber ejecutado obras sin licencia en determinadas viviendas de protección oficial que ya había obtenido la calificación definitiva; obras, no contempladas en el proyecto y que previamente había motivado la modificación del proyecto a fin de obtener la calificación.

El TSJA cuando desestima los recursos contencioso-administrativos interpuestos y confirma la legalidad de las resoluciones recurridas, frente a lo mantenido por los recurrentes de que los actos son nulos de pleno derecho porque se prescindió del procedimiento legalmente establecido, no se observó el trámite de audiencia y el expediente de restablecimiento urbanístico había caducado, considera que las medidas recurridas no se dictan en aplicación del artículo 265 de la LUA sino al amparo de la L. 24/2003, de medidas urgentes de política de vivienda protegida, que tiene una regulación específica de protección y restauración de la legalidad en la concreta materia de vivienda (arts. 36 y ss). Esta normativa específica, a diferencia de la Ley urbanística, dispone que la adopción de medidas de protección de la legalidad “no estarán sometidas a procedimiento contradictorio”, dando un plazo para solicitar la legalización en caso de que sea legalizable. En caso contrario, el órgano puede adoptar las medidas definitivas que procedan para restaurar el orden jurídico perturbado. Reconoce el TSJA que, en el presente caso, las medidas se adoptaron sin la existencia de un procedimiento contradictorio pero previa la actuación inspectora que catalogó las obras ejecutadas sin licencia como no legalizables.

También se denuncia la falta de legitimación pasiva de los recurrentes, en cuanto adjudicatarios de las viviendas, que no promotores, para legalizar las obras promovidas, gestionadas y ejecutadas por terceros. Sobre este particular el TSJA manifiesta que la legitimación les deviene como actuales propietarios de unas viviendas protegidas en las que se han realizado obras para posibilitar el acceso a las terrazas de las azoteas, no previstas en el proyecto calificado definitivamente, sin autorización del órgano competente. Mientras sigan siendo propietarios vienen obligados al mantenimiento de las viviendas en las mismas condiciones fijadas en la calificación provisional o definitiva. A mayor abundamiento, las obras fueron ejecutadas después de la calificación definitiva de la promoción y de la entrega a los recurrentes de sus respectivas viviendas.

- Sentencia nº 627/2014, de 17 de diciembre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJA, que desestima el recurso contencioso-administrativo nº 506/2011, interpuesto contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Zaragoza de aprobación definitiva de la Ordenanza Municipal de Medios de Intervención en la Actividad Urbanística. 

El recurso interpuesto por el Colegio Oficial de Arquitectos de Aragón se refiere exclusivamente al tratamiento que la ordenanza da a la no exigencia de visado colegial en la tramitación de determinadas licencias urbanísticas. 

El TSJA se remite a la jurisprudencia del Tribunal Supremo para aseverar la validez jurídica del RD 1000/2010, sobre visado colegial, que regula los supuestos en los que es obligatorio, porque la competencia es estatal sin que las Comunidades Autónomas puedan establecer sus propios supuestos de visado. Considera, en base a esa jurisprudencia, que cuando el Ayuntamiento aprobó la ordenanza lo hizo de conformidad a derecho, y atendiendo al R. D. 1000/2010 no exigió visado para las licencias que tramitan proyectos básicos, desoyendo la normativa anterior autonómica.

Añade en el fundamento de derecho segundo que “aún admitiendo que existiese una cierta concatenación de competencias en esta materia, tratándose de norma estatal ejerciendo una competencia única, la norma posterior –aún siendo norma reglamentaria, pues ya hemos visto que tiene habilitación legal- desplazaría a la norma autonómica”.

Finalmente, el fundamento tercero analiza la competencia del Ayuntamiento para dictar esta ordenanza porque el Colegio de Arquitecto se ampara en una sentencia del Tribunal Supremo de 24 de junio de 2008 que anulo una ordenanza municipal sobre captación y aprovechamiento de energía solar térmica. El TSJA desestima también este alegato por cuanto considera que “… la actual Ordenanza –a diferencia de la anulada por el Tribunal Supremo- regula los títulos necesarios para la intervención urbanística, es decir regula con exclusividad las normas procedimentales o adjetivas para obtener licencias. Esto es, no escapa de la competencia municipal propia del urbanismo del art. 25.2.a) cuando dice que de conformidad con las normas estatales y autonómicas tiene competencia en Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística. Protección y gestión del Patrimonio histórico. Promoción y gestión de la vivienda de protección pública con criterios de sostenibilidad financiera. Conservación y rehabilitación de la edificación.

Si tiene competencia para la disciplina urbanística puede aprobar una ordenanza que regule los títulos habilitantes o licencias en esta materia.”

III. DOCUMENTOS RELEVANTES

- Recursos de inconstitucionalidad.
- El Pleno del TC, por providencia de 18 de noviembre de 2014, admitió a trámite recurso de inconstitucionalidad nº 6513/2014, promovido por el Presidente del Gobierno contra, entre otros, el art. 167.1 de la Ley 2/2014, de 27 de enero, de Medidas Fiscales, Administrativas, Financieras y del Sector Público de Cataluña, que modifica el texto refundido de la ley de urbanismo, aprobado por el Decreto legislativo 1/2010, de 3 de agosto, que en la explotación de recursos naturales en suelo no urbanizable, en el caso de aprovechamiento de hidrocarburos, prohibe la utilización de la tecnología de la fractura hidráulica. (BOE núm. 281, de 20 de noviembre).

- Cuestiones de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC, por providencia de 4 de noviembre de 2014, admitió a trámite cuestión de inconstitucionalidad nº 6059/2014, planteada por la Sala de lo Contencioso Administrativo del T.S.J. de Castilla-La Mancha, en relación con los artículos 23.1.a) y 23.2 ambos en relación con los artículos 12 y 25 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo. (BOE núm. 270, de 7 de noviembre).

- El Pleno del TC, por providencia de 20 de enero de 2015, admitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad nº 6860/2014 planteada por la Sala de lo Contencioso-administrativo del TSJ de Cantabria, en relación con el artículo 65 bis.1 de la Ley de Cantabria 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y de Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria, añadido por el artículo 1 de la Ley 4/2013, de 20 de junio, en cuanto dice «órdenes de demolición judiciales».(BOE núm. 26, de 30 de enero).
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� El art. 4.qq)  de la ley define las zonas ambientalmente sensibles en los términos siguientes:


“1º Los espacios protegidos de la Red Natura 2000.


2º Los espacios naturales protegidos declarados al amparo de la normativa del Estado o de la Comunidad Autónoma de Aragón, incluidas sus zonas de protección.


3º El ámbito territorial de los planes de ordenación de los recursos naturales.


4º Los humedales de importancia internacional incluidos en el convenio de Rameras y los Humedales Singulares de Aragón.


5º Las zonas núcleo y zonas de amortiguamiento o tampón de las Reservas de la Biosfera.


6º Áreas comprendidas en los planes previstos en la normativa de protección de especies amenazadas.


7º Las Áreas Naturales Singulares de Aragón contempladas en la legislación de Espacios Naturales Protegidos de Aragón, cuando dispongan de normas de declaración o instrumentos de planificación específicos debidamente aprobados, y siempre que dichas normas establezcan la exigencia de un informe preceptivo o autorización de contenido ambiental”.


� El art. 22 L.8/2007 dispone 


“1. Cuando el suelo sea rural a los efectos de esta Ley:


a) Los terrenos se tasarán mediante la capitalización de la renta anual real o potencial, la que sea superior, de la explotación según su estado en el momento al que deba entenderse referida la valoración.


La renta potencial se calculará atendiendo al rendimiento del uso, disfrute o explotación de que sean susceptibles los terrenos conforme a la legislación que les sea aplicable, utilizando los medios técnicos normales para su producción. Incluirá, en su caso, como ingresos las subvenciones que, con carácter estable, se otorguen a los cultivos y aprovechamientos considerados para su cálculo y se descontarán los costes necesarios para la explotación considerada.


El valor del suelo así obtenido podrá ser corregido al alza hasta un máximo del doble en función de factores objetivos de localización, como la accesibilidad a núcleos de población o a centros de actividad económica o la ubicación en entornos de singular valor ambiental o paisajístico, cuya aplicación y ponderación habrá de ser justificada en el correspondiente expediente de valoración, todo ello en los términos que reglamentariamente se establezcan.


...


2. En ninguno de los casos previstos en el apartado anterior podrán considerarse expectativas derivadas de la asignación de edificabilidades y usos por la ordenación territorial o urbanística que no hayan sido aun plenamente realizados”
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